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INTER - AMERICAN COMMISSION ON HUMAN RIGHTS 
COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
COMISSÁO INTERAMERICANA DE DIREITOS HUMANOS 
COMMISSION INTERAMÉRICAINE DES DROITS DE L'HOMME 

ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS 
WASHINGTON, D.C. 2 O O O 6 EEUU 

~.::.~e 
!)"flRECHOS HUMANOS 

29 de mayo de 2012 

Ref.: Caso No. 12.167 
Hugo Osear Arguelles y otros 
Argentina 

Señor Secretario: 

Tengo el agrado de dirigirme a usted en nombre de la Comisión lnteramericana de 
Derechos Humanos con el objeto de someter . a la jurisdicción de la Honorable Corte 
lnteramericana de Derechos Humanos, el caso No-. 12.167, 1-!ugo Osear Arguelles y otros 
respecto de la República Argentina {en adela_ryte "el Estado de Argentina", "el Estado 
argentino" o "Argentina"), relacionado con la viqlación al derecho a la libertad personal y el 
derecho a un juicio justo en los procesos internos llevados adelante contra oficiales militares 
por el delito de fraude militar, en cumplimiento de las disposiciones del Código de Justicia 

------iMilttar de Alge11ti11a {e11 adela11te "etl\!t''), e11to11Ces vigente. Puntualmente, los hechos que 
dieron lugar a los procesos objeto de este caso ocurrieron durante el perfodo 1978-1980 y 
resultaron en la detención en carácter de incomunicados de aproximadamente 50 oficiales 
militares que estaban a cargo de fondos de diferentes bases de la Fuerza Aérea Argentina, 21 
de los cuales son las vrctimas de este caso. 

En su Informe de Fondo, la Comisión concluyó que el Estado violó el derecho a contar 
con asistencia técnica para su defensa en perjuicio de las víctimas, por cuanto el artfculo 87 
del CJM no otorgaba a las personas sometidas a proceso el derecho a un abogado sino que 
les permitfa ser defendidos por un oficial militar en servicio activo o retirado, mientras que el 
derecho a ser defendido por un abogado estaba contemplado una vez que el acusado habfa 
prestado declaración ante el tribunal {art. 252 CJM). 

Asimismo, la Comisión consideró que las. vfctimas permanecieron Incomunicadas por 
un perfodo que excedió el permitido bajo el CJM; ·que el CJM no estableara un lapso de tiempo 
dentro del cual el Tribunal Militar debería decidir el caso de un individuo detenido; y que, 
además, las víctimas estuvieron en prisión preventiva por un plazo de entre 7 y 8 años, sin 
que el Estado haya justificado su detención prolongada. 

Señor 
Pablo Saavedra Alessandri, Secretario 
Corte lnteramericana de Derechos Humanos 
Apartado 6906-1000, San José, Costa Rica 
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En cuanto al CJM, la Comisión sostuvo que esta normativa incluia ciertas provisiones 
que prima facie constituian una violación del derecho a un juicio justo y de acceso a la 
justicia, hecho que fue reconocido por el propio Estado al derogarlo, pero que no se tradujo en 
reparaciones para las vlctimas. Cabe notar que el Estado derogó el CJM en el marco de la 
solución amistosa del caso Correa Belisle, que presentaba cuestiones similares de debido 
proceso, pero en un contexto distinto. 

Finalmente, en cuanto a la duración total de los procesos por 18 años, tanto ante el 
tribunal militar como en la fase de casación y recurso extraordinario posterior ante la justicia 
civil, la Comisión consideró que en este caso, no existla controversia respecto a que: a) se 
trataba de un asunto complejo (el expediente comprendla más de 14,000 páginas y habla 32 
acusados). b) las vfctimas no habían retrasado los procedimientos, y e) los procedimientos 
tomaron más de 16 años. En esas circunstancias, la Comisión concluyó que la duración del 
proceso excedió la razonabilidad del plazo previsto en la Convención Americana. 

El Estado ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos y aceptó la 
jurisdicción contenciosa de la Corte el 5 de septiembre de 1984. En ese sentido, si bien la 
causa se inició en septiembre de 1980, el proceso se desarrolló ante la jurisdicción militar ·por 
lo menos hasta el 5 de junio de 1989, fecha de la sentencia del Consejo Supremo de las 
Fuerzas Armadas. Por otra parte, el Código de Justicia Militar continuó vigente hasta el año 
2008. Adicionalmente, las vfctimas estuvieron detenidas en prisión preventiva entre 7 y 8 
años y la violación al plazo razonable continuó hasta abril de 1998, cuando se obtuvo una 
decisión final del máximo tribunal de Argentina .. En estas circunstancias, según el análisis del 
Informe N° 135/11, existen violaciones de derechos humanos que se configuraron con 
posterioridad a la aceptación de la competencia de la Corte por parte del Estado de Argentina. 

La Comisión ha designado al Comisionado Rodrigo Escobar y al Secretario Ejecutivo de 
la CIDH Santiago A. Cantan, como sus delegados. Asimismo, Elizabeth Abi-Mershed, 
Secretaria Ejecutiva Adjunta, Maria Claudia Pulido y Tatiana Gas, abogadas de la Secretaria 
Ejecutiva de la CIDH, actuarán como asesoras legales. 

De conformidad con el articulo 35 del Reglamento de la Corte lnteramericana, la 
Comisión adjunta copia del Informe 135/11 elaborado en observancia del articulo 50 de la 
Convención, as[ como copia de la totalidad del· expediente ante la Comisión lnteramericana 
(Apéndice 1) y los anexos utilizados en la elaboración del Informe 135/11 (Anexos). La 
Comisión adoptó el Informe de Fondo N ° 135/11 .el 31 de octubre de 2011 y lo transmitió al 
Estado el 29 de diciembre de 2011, otorgándole \Un plazo de dos meses para que informara 
sobre las medidas adoptadas para dar cumplimiento a las recomendaciones respectivas. En 
enero de 2012, los peticionarios presentaron comunicaciones mediante las que solicitan que 

· el caso sea sometido a la Corte. El 2 de marzo <de 2012, el Estado de Argentina envió una 
comunicación mediante la cual solicitó que se otórgue un plazo adicional para informar sobre 
el cumplimiento de las recomendaciones y renunció a la interposición de excepciones 
preliminares en relación con este plazo. El 29 de marzo de 2012, la Comisión notificó al 
Estado la concesión de la prórroga solicitada por el plazo de dos meses. El 27 de abril de 
2012, el Estado envió un informe que no revela avances en el cumplimiento de las 
recomendaciones. 
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En particular, la Comisión advierte que el Estado se limitó a Indicar que la cuestión de 
este caso "deberfa ser planteada ante las autoridades judiciales internas a efectos de que 
éstas decidan sobre los aspectos pecuniarios que involucran el presente caso". 

En estas circunstancias, la Comisión somete el presente caso a la jurisdicción de la 
Corte lnteramericana por la necesidad de obtención de justicia para las vfctimas, debido a la 
naturaleza y gravedad de las violaciones comprobadas, y ante el incumplimiento de las 
recomendaciones por parte del Estado. 

Si bien la privación de libertad de las vfctimas y los procesos ante la justicia militar 
comenzaron a ocurrir antes de que Argentina rati:ficara la Convención Americana y aceptara la 
competencia contenciosa de la Corte lnteramericana el 5 de septiembre de 1984, estas 
situaciones continuaron con posterioridad a dicha aceptación. En consecuencia, la Corte 
lnteramericana tiene competencia para pronunciarse sobre las violaciones de derechos 
humanos en que ha incurrido el Estado de Argentina desde la aceptación de la competencia 
contenciosa del Tribunal, por ejemplo la violación del derecho a la libertad de las vfctimas al 
mantenerlas en prisión preventiva por un perfodo excesivo y la violación del derecho a ser 
juzgado en un plazo razonable. 

La Comisión lnteramericana somete a la jurisdicción de la Corte los hechos y 
violaciones de derechos humanos en que ha hicurrido el Estado de Argentina y que han 
continuado desde la aceptación de la competencia-contenciosa del Tribunal el 5 de septiembre 
de 1984, esto es, la violación del derecho a la libertad personal de las vfctimas al mantenerlas 
en prisión preventiva por un perfodo excesivo y la violación del derecho a ser juzgado con las 
debidas garantfas en un plazo razonable, y solicita a la Corte que concluya y declare la 
responsabilidad internacional del Estado de Argentina por: 

la violación al derecho a la libertad personal (artrculo 7 de la Convención Americana) y 
el derecho a un juicio justo (articulo 8) en conjunción con la obligación de respetar y 
garantizar los derechos establecidos en la Conyención, contenido en el articulo 1.1, en 
detrimento de las 21 vfctlmas del caso. 

En consecuencia, la Comisión solicita a, la Corte lnteramericana que disponga las 
siguientes medidas de reparación: 

1. Conceder reparaciones Integrales, esp~~ialmente compensación adecuada, a las 
21 vfctimas del caso. 

Asimismo, la Comisión advierte que este caso contiene elementos de orden público 
Interamericano vinculados con las garantfas judiciales que deben respetarse en procesos 
llevados a cabo en la jurisdicción militar, respecto de oficiales militares en servicio activo y 
por delitos de función. En este sentido, la jurisprudencia del sistema ha desarrollado 
anteriormente estándares y jurisprudencia en relación tanto con el juzgamiento de civiles por 
tribunales militares como con los procedimlent6s · ante tribunales militares contra oficiales 
militares acusados de violaciones de derechos humanos. Sin embargo, al plantear un supuesto 
fáctico distinto a las cuestiones ya abordadas'' por el sistema Interamericano, este caso 
permitirá a la Corte establecer estándares de de'bido proceso y protección del derecho a la 
libertad personal en ese contexto especffico. 
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En virtud de que estas cuestiones afectan de manera relevante el orden público 
Interamericano, de conformidad con el artfculo 35.1 f) del Reglamento de la Corte 
lnterarnericana, la Comisión se permite ofrecer la siguiente declaración pericial: 

1. David Lovatón, quien se referirá a estándares internacionales sobre las garantfas de 
debido proceso y el derecho a la libertad personal en los procesos desarrollados en la 
jurisdicción militar respecto de militares en servicio activo acusados de cometer delitos de 
función. 

son: 

El currfculum vitae del perito propuesto será incluido en los anexos al Informe 135/11 . 

Finalmente, las personas que actuaron como peticionarios ante la Comisión y sus datos 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

Aprovecho la oportunidad para saludar a usted muy atentamente, 

Elizabeth Abi-Mershed 
Secretaria Ejecutiva Adjunta 

Anexos 
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Organización de los 
Estados Americanos 

COMISIÓN INTERAMERICANA bE DERECHOS HUMANOS 

143° perfodo ordinario de sesiones 

INFORME No. 135/11 
CASO 12.167 

INFORME DE FONDO 
HUGO OSCAR ARGÜELLES Y OTROS 

. ARGENTINA 

OEA/Ser.L/V/11.143 · 
Doc. 19 
31 octubre 2011 
Original: Español 

Aprobado por la Comisión en su sesión N ° 1886 
celebrada el 31 de octubre de 2011 · · 

SECRETARfA GENERAL oE·LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS, WASHINGTON, P.C. 20006 
Internet: http://www .c!dh.org 
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l. RESUMEN 

INFOR)VJE No. 135/11 
CASO 12.167 

FONDO 
HUGO OSCAR ARGÜELLES Y OTROS. 

ARGENTINA 
31 de octubre de 2011 

. . 1. Entre el 5 de junio de 1998 y el 28 de octubre de 1998, la Comisión lnter-Americanq 
·. (La Comisión) recibió una seria de peticiones presentadas en nombre de 21 individuos, todos 

Militares Argentinos: (1) Hugo Osear Argüelles, (21 Enrique Jesús Aracena,. (3) Carlos Julio 
Arancibla, (4) Julio Cesar Allendes, (51 Ricardo Omar' Candurra, (61 Miguel Osear Cardozo, (7) José· 
Eduardo di Rosa, (8) Carlos Alberto Galluzzl, (9) Gerardo Feliz Giordano, ( 1 0) Anfbal Ramón Machln, 
(11) Miguel. Ángel Mal uf, (12) Ambrosio Marcial (fallecido), (13) Luis José López Mattheus, (141 
Jo'sé Arnaldo Mercau, ( 151 Félix O.sdar Morón, ( Hil Horacio Eugenio Osear Muñoz, ( 17) Juan !talo 
Óbolo (18) Alberto Jorge Pérez, (19) Enrique Luján Pontecorvo, (20) Miguel Ramón Taranta y (21) 
Nic~lás Tomasek, contra la República Argentina (El Estado) por la violación de sus derechos a la 
libertad personal, garantfas del debido proceso y protección judicial, protegidos bajo los articulas 
1.1, 5, 7, 8, 1 O, 24 y 25 de ·¡a Convención Americana de Derechos Humanos (La Convención 
Americana). Debido a la ·estrecha similitud entre las alegaciones de hecho y de derecho presentadas, 
las respectivas peticiones fueron acumuladas en un único expediente, al que se dio el número 
12.167 para los fines del informe de admisibilidad. Las siguientes personas actuaron como 

·peticionarios en representación de una o más de las supuestas víctimas en los procedimientos 
seguidos ante la Comisión: Hugo Osear Argüelles; abogados fjuth Irene Friz (posteriormente 
fallecida), Alberto Antonio De Vita y Ángel M.auricio Cueto; abogado Eduardo Barcesat y abogado 
juan Carlos Vega (los peticionarios). 

2. Los peticionarios enfatizaron que el caso debe ser entendido en su contexto y 
afirmaron que se inició un proceso contra las supuestas víctimas durante una situación de excepción 
institucional, que duró desde el 24 de marzo de 1976 hasta el 9 de diclembre.de 1983. De acuerdo· 
a los peticionarios·, las Fuerzas Armadas tuvieron que resolver el desequilibrio financiero producido 
en sus respectivas áreas, tanto por lo que se habfa hecho durante la llamada "lucha anti-subver.slva" 
as[ como por la subsecuente Guerra de las M alvinas e Islas del Atlántico Sur. Las supuestas vfctimas 
fueron procesadas y condenadas por defraudación militar y falsificaCión en procesos iniciados en. 
septiembre de 1 980. Los delitos en cuestión se extendfan durante tres años 1 1978-1980), fueron 
cometidos en ·14 'dependencias e instalaciones militares y estaban relacionados con el manejo y 
canalización de fondos militares. El expediente del proceso comprende 73 carpetas principales y 
numerosos anexos. · Los procedimientos judiciales fin'alizaron en abril de 1998 cuando la Corte 
Suprema desestimó el .último recurso interno, .un recurso de· queja/hecho, interpuesto contra sus 
condenas. 

3. Los peticionarios sostienen que las supuestas vfctlmas fueron privadas de. sus 
derechos humanos al debido proceso y acceso a la justicia durante el curso de los procedimientos 
militares y civiles contra ellos, en particular, porque las previsiones del Código de Justicia Militar 
(CJM) no se conformaron a los estándares internacionales sobre debido proceso establecidos en .la 
Convención Americana. El quid de sus quejas no es que· ellos eran Inocentes de los delitos de 
defraudación militar y falsificeclón por los que fueron condenados, sino que Sf!' cometieron errores 
procesales en el procesamiento de sus casos, lo cual alegan, violó sus derechos humanos 
fundamentales y amerita la nulidad de sus condenas. Especfficamente, los peticionarios alegan que 
fueron pr.ivados arbitrarla e ilegalmente. de su libertad,' puesto que fueron mantenidos en prisión 
preventiva por pe.rfodos que excedieron el tiempo de prisión al. que finalmente fueron sentenciados; 
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mantienen que fueron mantenidos Incomunicados por periodos de dlas que excedieron lo permitido 
por la ley; sostienen qua no fueron juzgados dentro de un plazo razonable y que sufrieron 
violaciones múltiples de sus derechos a la protección y garantlas judiciales, Incluidos la falta de 
representación legal adecuada, el derecho a no ser obligado a declarar contra si mismo, el derecho 
de recurrir del fallo ante un tribunal superior. y la trasgresión sistemática del principio de igualdad de 
armas entre la fiscalla y la defensa. 

4. Los petidonarios sostienen que las actuaciones a las que fueron sometidas las 
supuestas victimas implicaron violación de los derechos a la libertad personal (articulo 7); debido 
proceso y garantlas judiciales (articulas 25 y 8), igual protección .de la ley (articulo 24); a.recibir el 
beneficio a una pena más leve dispuesta por ley posterior a la comisión del delito (articulo 91 y. de 
ser Indemnizados en caso de haber sido condenados por sent'encia firme por error judicial (articulo 
1 0), reconocidos en la Convención Americe M. 

5. El Estado sostiene que las supuestas vfctimas, integrantes de las Fuerzas Armadas 
en él momento de la comisión de los delitos por los que fueron procesadas, fueron debidamente 

· juzgadas según lo establecido por el sistema de justicia militar,· que protege valores especificos y 
necesariamente posee caracteristicas especiales. El Estado subray.a que los procedimientos en 
cuestión eran complejos, pues se referian a numerosos acusados y a diversos lugares; que el 
expediente del caso era voluminoso y qua implicó una investigación sumamente técnica sobre 
cuestionas contables y fraudes. En resumen, el Estado considera inadmisible la petición, primero, 
porque las principela~ a,Jegaciones planteadas fueron consideradas por las aut:oridades militares y 
judiciales .competentes y declaradas infundadas; Segundo, el Estado sostiene que las supuestas 
vfctimas nunca interpusieron recursos judiciales tendientes a obtener la indemnización que ahora 
reclaman ante la Comisión. Tercero, el Estado sostiene que; en todo caso, los peticionarios no 

___ ?" ___ Jáduj,ero.n..ningúrLhe.cho q11e carac:tfl.rlz.ara..llllJ'LYl.Qiación de la.GOilllflM!ó'LL..----------c:----------

( 
6. En esta lnfor'me de Fondo, la Comisión concluye que Argentina es responsable por la 

violación a los derechos a la libertad personal (articulo 7 de la Convención Americana) y el derecho a 
un juicio justo 1artrculo 8), en conjunción con la obligación de respetar y garantizar los derechos 
protegidos por la Convención ·contenida en el artfculo· 1 .1 y los articulas 1, XXV y XVI do la 
Declaración Americana con respecto a hechos ac~ecldos con anterioridad a la ratificación de la 
Convención Americana por Argentina, relacionados con privación de libertad y debido proceso, en 
detrimento· de 21 victimas nombradas en el párrafo 1 de esta decisión. La· Comisión encuentra que 
no ha habido violación a los derechos a la integridad personál (articulo 5), el derecho a 
compensación por error íudicial (artfculo 1 0), el derecho a igual protección· frente a la ley (articulo 

. 24) o del derecho de acceso a la justicia (artfculo 25 de la Convención). 

11. TRAMITE ANTE LA COMISO N LUEGO DEL INFORME DE ADMISIBILIDAD 

7. La Comisión aprobó el Informe de Admisibilidad N" 40/02 el 9 de octubre de 20Q1'. 
El Informe fue transmitido ·al representante del Estado y a los ·Peticionarlos el 18 de noviembre. de 
2002. La Comisión solicitó al Estado y a los peticionarios que Indicaran, tan 'pronto como fuera 
posible, si estaban dispuestos a considerar a posibilidad ·de . alcanzar un acuerdo de solución 

. amistosa en este asunto y, adicionalmente los peticionarios ·fueron requeridos de presentar sus 
observaciones sobre el fondo del caso, dentro del plazo de dos meses contados a partir de la fecha 
de la comunicación (i.e. el 18 de noviembre de 2002). 

. . 
1 En el lnfor~e de Adm!sib!Hdad N° 40/02, aprobado el 9 de oo~ubre de 2002, la Comisión oo.ncluyó qua era 

competente ·para conocer las alegaciones de los' peticionarlo$ respecto a las presuntas violaciones de los Articulas 1, 6, 7, 8, 
10, 24 Y 25 de la Convenélón Americana, y en lo pertinente, los artículos 1, XXV y XXVI de la Declaración Americana de 
Der~chos y Debe~es del Hombre {Declrirac!ón Americana}. 
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A. Acuerdo de Solución Amistosa 

8. En una comunicación recibida el 12 de diciembre de 2002, el Dr. Juan Carlos Vega, 
uno da los peticionarios, indicó su disposición para iniciar un proceso de solución amistosa en 
nombre de la presunta vfctima Miguel Angel Maluf. Por medio de una carta recibida el 23 de 
diciembre de 2002, Hugo Osear Argüelles, Alberto Antonio De. Vita y Angel Mauricio Cueto, tres de 
los peticionarios, informaron a la Comisión que aceptaban la oferta de comenzar un proceso ·de 
solución amistosa en nombre de las 21 presuntas vfctimes a quienes representan. 

9, En una comunicación de fecha 22 de diciembre ·de· 2002, el Estado presentó sus 
observaciones de fondo. Junto con la respuesta del Estado se envf'a una copia de la Opinión Nro. · 
24047 del Contralmirante Auditor José 'Agustín Reilly, Auditor General da las Fuerzas Armadas del 
Ministerio· de Defensa, quien ara de la opinión que no debla· comenzarse un proceso de solución 
amistosa porque la materia no era susceptible de ser resuelta por esa vra. · 

.1 O. En una comunicación recibida el 7 de enero de 2003, Hugo Osear Argüe! les, Alberto 
Antonio De Vita y Angel Mauriclo Cueto expresaron que "venimos a manifestar que entendemos que 
todas las peticiones materiales y formales sobre el tondo de la cuestión han sido expresadas, 
habiéndolo resumido el concepto en el pedido que se -declarara· en esta causa la cuestión de puro 
derecho. 11 

11. Luego de una reunión mantenida en Buenos Aires, Argentina por Robert Goldman, . 
Relator para Argentina, con los peticionarios y los representantes del Estado durante el periodo entre 
el 25 de agosto y el 1 de septiembre de 2003, quedó registrado el 11 de septiembre de 2003 que 
las partes comenzarlan un proceso de solución amistosa, 

12. El 4 de marzo c;le 2004, durante el .119"' perfo.do de sesiones, la Comisión celebró 
una audiencia sobre el fondo de este caso, que habla sido solicitada por el peticionario Eduardo 
Barcesat y a la cual asistieron también los señores Arguellas·, Cueto y Vega y representantes del 
Estado. Se decidió seguir adelante con el proce'dimiento de solución amistosa, formalizarlo por 
escrito e ini·ormar a la Comisión sobre los progresos alcanzados cada 60 dfas. · 

13. El 20 de julio de 2004, los representantes de los peticionarios (Drs. Barcesat, Vega, 
Cuete y De Vita) los representantes del Estado (Almirante José Agustln Reilly y lenlente Coronel 
Manuel Ornar Lozano),. la· Embajadora Alicia Olivelra, Representante Especial para Derechos 
Humanos en el· Ambito Internacional y Mlrta Sassone, del. Ministerio de Justicia, Seguridad y 
Derechos Humanos de la Nación se reunieron en al Ministerio de Relaciones Exteriores y firmaron un 
acuerdo para alcanzar una solución amistosa en este caso. El Gobierno Argentino informó a la 
Comisión este acuerdo mediante nota SG 206 fechada el 2 de agosto de 2004, . 

14. El 15 de enero de 2005 los. P.eticionarios informaron a la Comis(ón acerca del estado 
del acuerdo de. solución amistosa y solicitaron que·la Comisión se involucre activamente. Esta carta 
fue seguida por otras comunicaciones, fechadas el 21 de enero y 11 de febrero de 2005, y diversas 
comunicaciones por correo electrónico. Estas comunicaciones fueron transmitidas al Estado el 12 
de abril de 2005 y se requirió una respuesta en el plazo. de un mes. El Estado respqndió mediante 
Nota 115/05 del 12 de mayo de 2005, reafirmando su interés en un acuerdo amistoso en este caso. 

B. Finalización del proceso de solución amistosa 

15. Mediante cartas techadas 9 de febrero, 6 y 17 .. de marzo de 2007, los peticionar,ios 
informaron a la Comisión que consideraban que el proceso de solución amistosa había terminado, 
teniendo en cuenta la falta de voluntad política del Estado y solicitaron a la Comisión que presentara 
el caso a la Corte lnter-Americena de Derechos Humanos (la·corte lnter-Americana). 
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1. Derogación del Código de Justicia Militar (CJMi 

16. En una carta del Poder Ejecutivo al Congreso, fechada 19 de abril de 2007, el 
Ejecutivo propuso la ·derogación del CJM, en el contexto de los compromisos asumidos por 
Argentina en el acuerdo de soluciÓn amistosa exitoso logrado en el caso 11.758 -·denominado 
"Rodolfo Corree Belis/e v. Argentina" y el caso No. 12.167 .- denominado "Arguelles y otros v. 
Argentina" en proceso ante la Comisión lnter-Americana de Derechos Humanos'. 

17. La derogación del CJM y de todas las normas, resoluciones y otras·provisiones que 
lo regulaban, fue aprobado el 6 de agosto de 2008 y promulgado el 26 de agosto de 2008. 

18. Por medio de la Nota 272 fechada el 1 de octúbre de 2007, el Estado informó a' le 
Comisión sobre una propuesta alternativa presentada por jos peticionarios para un acuerdo de 
solución amistosa qua se encontraba bajo consideración del Estado. Por medio de carta del 6 de 
octubre de 2007, Hugo Arguelles· informó a la Comisión que el Estado habrla errado al decir que "l.os 
peticionarlos" hablan presentado una propuesta alternativa para una solución amistosa, siendo que 
la propuesta habfa sido presentada por los Drs. Cuéto y De Vita, quienes solamente representan ~ 5 
de las 21 supuestas vfctimas. El Dr. Arguelles reiteró que la Comisión debla considerar que el 
proceso de soluc.ión amistosa había terminado y debfa continuar con el procesamiento del caso, de 
acuerdo a su Reglamento. 

19. Mediante carta fechada el 28 de marzo de 2008, los peticionarios Dres. De Vita y 
Cuete expresaron que también consideraban al proceso· da solución amistosa "absolutamente 
agotado" y solicitaron a la Comisión que apruebe un informa sobre el fondo de este caso, teniendo 
en cuenta·la edad avanzada da las supuestas vlotimas y en algunos casos, su frágil estado de salud. 
Los peticionarlos reiteraron su solicitud a la Comisión ·de pronunciarse sobre el fondo del caso .en 
comunicaciones subsecuentes y al Estado en Nota 1115, fechada el 22 de febrero de 201 O, 
reconoció también que el proceso da solución amistosa no habla logrado el consenso necesario en 
las diferentes agencies gubernamentales, requerido para hacerlo realidad y que la Comisión deberla 
proceder a adoptar su informe da fondo. 

111.· POSICION DE LAS PARTES 

A.· Consideraciones Preliminares 

20. Las c.uastiones da hecho y de derecho planteadas en la petición surgen de los 
procedimientos criminales iniciados el 9 de septiembre de 1980 contra un grupo de 32 acusad.os, 
incluidas las 21 supuestas vfctimas. Los acusados fueron detenidos en septiembre de 1'9.80. los 
procedimientos fueron denominados "Gal/uzzi, Carlos Alberto v otros s/defraudación militar si art. 
843 del Código de Justicia Militar - causa N' 56." Todas las supuestas írlctimas en el presente 
caso eran .. militares activos, especJficamante miembros de las Fuerzas Armadas, al momento de los 
procedimientos. El 11 de agosto de 1987, la Cámara Federal de Apelaciones en lo Criminal y 
Correccional de la Capital Federal. ordenó al Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas dejar en 
libertad a los detenidos en prisión preventiva, en aplicación de la Convención Americana. El 19 .de 
agosto de 1988 el Fiscal formuló su acusación. 

21. El caso fue investigado primero por el Juzgado de Instrucción Militar N' 12 y, a partir 
de diciembre de 1980, anta al Juzgado de Instrucción Militar W l. El 4 de octubre de 1982 fue 
adjudicado ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, el·cual dictó sentencia el· 5 de junio 

2 Ministerio de Defensa Argent!ilo, "El Nuevo Sistema de Justicia Militar, Ley 26.394: AportfJ o/ proceso de 
modernización Institucional de las Fuerzas Armadas" {2008} p. 13~ 
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de 1989. Tanto el Fiscal como la Defensa apelaron esta decisión, la cual fue olda el 14 de junio de 
19893• El 23 de abril de 1990 la Cámara Nacional de Apelaciones dictó una resolución haciendo 
lugar a algunos de los reclamos', El 5 de diciembre de 1990 ia Cámara de Apelaciones declaró la 
prescripción de dos de las tres ofensas6 • El 16 de abril de. 1991 el Fiscal presentó un recurso 
extraordinario contra la prescripción. Esa apelación fue resuelta por la Corte Suprema Argentina, la 
cual el 30 de julio de 1991 revocó la decisión de prescripción'. El 16 de septiembre de 1993 la 
Cámara . Nacional de Apelaciones declaró que no era competente para continuar con· el 
procesamiento del caso, indicando que la competencia correspondla a la Cámara Nacional de 
Casación Penal. Esta última el 16 de noviembre de 1993, declinó ejercer la competencia y regresó 
el 9aso a la Cámara ·Nacional de Apelaciones, la cual habfa admitidÓ ei caso y llevado adelante 
ciertas acciones de impulso procesal'. El conflicto de jurisdicción fue resuelto por la Cona Suprema 
la cual resolvió el 21 ·de febrero de 1994 que la competencia residla en la Cámara Nacional de 
Casación Penal. La competencia de la Cámara Nacional de Casación Penal fue determinada por la 
ley N' 24.050 sobre Competencia e Integración del Poder Judicial de la Nación en materia Penal 
prqmulgada el 24 de abril de 1992, la cual reorganizó el sistema de justicia penal. La Cámara 
Nacional· de Casación emitió su decisión sobre la apelación presentada por los peticionarlos y el 
Fiscal de las Fuerzas Armadas, contra la Decisión del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas el 
20 de marzo de 1995 {fecha· de la resolución. 3 de abril de 1995 fecha de consideraciones)'. Los 
peticionarlos presentaron un recurso extraordinario contra la .decisión de la Cámara Nacional de 
Casación con fecha 20 de abril de 19959• El recurso extraordinario fue denegado por la Cámara 
Nacional de Casación el 7 de julio de 199510• El 7 de agosto de 1995 l.os peticionarios interpusieron 
recurso de queja contra la denegación del recurso extraordinario, planteando las mismas cuestiones 
ante la Corte Suprema Argentina 11 • El 28 de abril de .1998 la mayor[ a de la Corte· Suprema dictó su 

3 La decisión del C~nsajo SuPremo de las Fuerzas Armadas del 5 de junio _de 1989 comprenda el Anexo 23 del 
Expediente Anexos 18·28. 

4 Ver decisión de la Cámara Nacional de Casación Penal del 3 de abr!l de 1995, para el sumarlo del procedimiento. 
Esta decisión se encuentra -en el Anexo 27 del Expediente Anexos 18-28. · 

6 Decisión de la Cámara Nacional de Casación Penal del 5 de diciembre de 19901 en Anexos 111. 

6 la dacl~ión de .Ja 'Corte Suprema Argentina del 30 de julio·de 1991, en Expediente 2. 

7 La decisión de la Cámara Nacional de Casaclóil del· 16 de noviembre de 1993, se encuentra en el Anexo 16 del 
Expediente Anexos 1-17. 

0 La decisión d6 la .Cámara de Casación Penal del 20 da marzo de 1995 esta en ai Anexo U!, LA decisión del 3 de 
abril de 1995, suprtJ nota 4. 

11 La presentación da\ recurso extraordinario an norhbre de Gerardo Giordano, Nicolás Tomase!<, José Mercau, Carlos 
Arancibia, Hugo· Argüel!es, Miguel Cardozo y Eugenio Muñoz., se encuentra en el Anexo 4 del Expediente Anexos 1-17, 
Anexo 20 del Expediente Anexos17-28 y A'nexo VI {fechado e\19 de abril de 1995) en nombre de Enrique Aracena y Félix 
Morón se encuentra en el Expediente 1 de la Petición. Los Artlculos 14 y 15 .de ·la ley 48, de acuerdo al artrculo 6 de la Ley 
4055 y 266 del Código Procesal Civil y Comercial de la- Nación, permiten apelar a le Corte Suprema Argentina cuando se 
plantean aSuntos da compatibilidad da la ley con la Constitución o cuando se Invocan tratados intemaclonales. 

H> La decisión de la Corte Nacional de Casación Penal en la causa Aracena y Morón, de fecha 7 de Julio de 1996j 
esta en Anexo VI del Expediente de la Petición 1, 

11 El recurso de queja por denegación de recurso extraordina'rio en' nombre de Gerardo Glordano, Nicolás Tomaaek, 
José MercaU, Carlos Arancibla, Hugo Argüe!les, Miguel Cardozo y Eugenio Muñoz, se encuentra en el Anexo 5 del Expediente 
Anexos 1-17. El recurso de hecho presentado en nombre de Enrique Aracen8 y Félix Morón comprende los AnexOs V!!l del 
Expediente Petición 1. Los peticionarios plant{i:aron el tema de la falta de consldera«:ión por parte de la Cámara 'Nacional de 
Casación PeOal del tema de la prescripción, de la aplicabilidad de los leytils de amnlstfa y de las acciones de 
lnconstltuclonalidad planteadas por la defensa. Adicionalmente los peticionados plantearon cuestiones que apuntan a la 
nulidad de los procedimientos, Uno de los actos considerados lnconstitucional~s se relaciona con la supuesta coerción de las 
aleadas vfctlmas en la "exhortación: a decir la verdad, la cual los patlclonarlos caracterizan como una violación' de la 
protección constitucional contra la auto-lncrimlnaclón. En adición los peticionarlos sugieren que el estado de Incomunicación 
prolon¡:Jado, sin designación de una abogado defensor, deben ser Interpretadas como coerción Inconstitucional e ·ilegaL Solo 
después de haber prestado declaración, las supuestas v[ctimas fueron preguntadas· si querran hacer uso del derecho a 
nombrar 'un abogado defensor, · Los peticionarios solicitan a la Corte Suprema que declare Inconstitucional el Artfcu!o 237 del 

· Contl(lúa ... 
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decisión, estableciendo que, desde que el recurso extraordinario que motivó el recurso de queje fue 
declarado inadmisible (conforme al articulo 280 del Código Procesal Civil y Comercial), procedfa 
declarar inamisible el recurso de queja 12 • Dos Jueces da la Corte Suprema (Petracchi y Boggiano) 
disintieron y consideraron que las declaraciones tomadas por el Juez Militar de Instrucción eran 
nulas, ya que violaban la garantfa consthucional de no declarar contra si mismo". 

22. Mientras que existen ciertas distinciones en la situación de las supuestas vfctimas, 
las quejas se basan en los procedimientos criminales a los que fueron sometidos como grupo. En 
consecuencia, el presente informe de fondo, al igual que lo hizo. el informe de admisibilidad, se 
ocupa de la posición de las partes réspecto del grupo. 

B. Posición de los Peticionarlos 

23. Los peticionarlos alegaron la incompatibilidad absoluta del Código de Justicia Mllit.ar 
con las obligaciones del Estado bajo la Convención Americana, la cual tiene estatus constitucional 
en Argentina. El proceso judicial én este caso duró 17· años y nueve meses. Los peticionar'ros 
alegan la violación de un número de derechos fundamentales, según se explica a continuación. 

1. Reclamos relacionados con el derecho a la libertad personal (articulo ,7 de la 
Convención Americana) 

24. Entre los reclamos centrales planteados por los peticionarlos, el primero se refiere al 
tiempo que demoraron los procedimientos criminales contra las supuestas vlctimas. Los 
peticionariqs indicaron que las supuestas · vlctimas fueron mantenidas en prisión preventiva por 
periodos de más de. 7 u 8 años, mientras los procesos se encontraban pendientes. Alegan que ello 
excede por mucho los limites aplicables tanto bajo el derecho nacional como internacional. 

(_ 25. Los peticionarios enfatizaron que las s[Jpuestas víctimas fueron mantenidas en 
prisión preventiva el doble de tiempo al que fueron finalmente condenadas. De acuerdo a la 
información suministrada, 14 de los acusados fueron sentenciados a periodos de prisión de entre 2 
y 4 años Y.medio. Otros dos fueron sentenciados a periodos de· 5 años en prisión, uno a 6 años y 
otro a 7. Adicionalmente, los peticionarios argumentan que las órdenes de prisión preventiva 
carecfan de_la.fundamentaclón requerida por la ley, desde el comjenzo mismo de los procesos. 

26, Los peticionarios mantienen que los acusados fueron mantenidos incomunicados 
cuando fueron deteni.dos y que, como cuestión de debido proceso Interno, ello no estaba 
debidamente autorizado y fue prolongado de. forma injustificada .. La información presentada sugiere 
que la mayoria fue mantenido incomunicado por más de 7 dfas, por periodos de hasta entre 1 O y 12 
di as. 

,,,contlnuaclón 
CJM y anular todas las declaraciones hechas por !as supuestas vfctimas. t"Artlcufo 237: Las deClaraciones se tomarán 
-separadamente a cada una de las personas complicadas en e/ defíto o falta, y no podrá exigirse juren?ento o promesa dq·decir 
verdad, aunque puede exhortárse/es a que se produzcan con ella. ") 

12 El rechazo del recurso de queja .presentado en nombre de Gerardo GlordÉmo, Nicolás Tomasek, JOsé Merc.au, 
Carlos Aranclbla, Hugo Argue!les, Miguel Cardozo y Eugenio Muñoz, por la Corte Suprema, fechado el 28 de abril dé 1998, 
co_mprande el Anexo 21 del Expediente Anexos 18-28, El rechazo del recurso du hecho, presentado en nombre de Enrique 
Aracena Y Félix Morón, fechado el 2 de junio de 1998, comprende los' Anexos IV Del· EXpediente Petición 1. ("Articulo 280 
RECHAZO DEL RECURSO EXrRAORDINARIO: "Cuyo la Corte Suprema ( ... }, ségú/1 su s8rla discreción, y con fa sola 
/nvocBción de este norma, podrá rechazar el recurso oxtraordlmlrio, por taita de agravio federal suficiente o cuyo· las 
cuestiones planteadas resultaren fnsustanoia/es o c;FJrentes de -rrasoendenoiFJ, ") 

13 Et v-oto disidente de los jueces Petracchl y B0gglano, se e~ centra e¡; el Ane~o l del Expediente AOexos 1 ~ 17 .. 
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Reclamos relacionados con debido proceso y garantías de juicio justo (artículo 8 de 
la Convención Americana) 

27. Respecto del artículo 8, los peticionarios alegan la violación del derecho a ser 
juzgado dentro .de un plazo razonable, asl como una serie de garantlas de juicio justo. En particular 
alegan ·que la prolongación de los procesos perjudicó el derecho de\os procesados a la presunción 
de inocencia y perjudicó su capacidad de defenderse a si mism?s. 

28. Los peticionarios so·stlenen que el derecho a una defensa adecuada no fue 
respetado, primero porque los acusados no tuvieron abogado defensor en las primeras etapas del 
procedimiento c.ontra ellos. Alegan que los acusados carecieron de defensores durante los primeros 

· dos años y medio de los procedimientos. Los peticionariós indicaron que aún cuando obtuvieron 
representación sus defensores no eran abogados. A este respecto notan. q~e el CJM previó el 
derecho de todo acusado a ser asistido al presentar su defensa por un "defensor militar" - un militar 
activo o retirado, · · 

29. Los peticionarios argumentan, asimlsmq, que la Convención Americana, la 
Constitución Argentina y el Código de Procedimientos Penal reconocen el derecho de todo imputado 
a no ser obligado a declarar contra si mismo, pero que' el CJM no respetó dicha garantla. Indicaron 
que, consistente con los términos del CJM, el juez que presidía la investigaron exhortó a los 
acusados a decir la verdad en su primera .declaración y que esto los favorecerla. Argumentan que 
esto es especialmente problemático·porque el CJM no reconoció el derecho de los acusados a tener 
un defensor presente en esta etapa del procedimiento. indican que esto constituye presión con 
fines de obtener una confesión. Los peticionarios también se refieren a otras formas inespecíficas 
de coerción contra los procesados en el momento de estas declaraciones iniciales. 

( 30. Adicionalmente los peticionarios sostienen que la designación de contadores 
'-· expertos por el tribunal militar, pefjudicó la defensa de los ·acusados. Argumentaron que los tres 

expertos -cada uno m\Jitar a cargo de departamentos contables dentro de las fuerzas militares
estaban "lntimamente ligados" a los hechos bajo investigación, y hablan trabajado muy cerca de al 
menos dos de los acusados. En consecuencia, los ·peticionarios alegan que no pudieron ser 
independientes. Indican asimismo que: bajo los términos del CJM, los expertos fueron designados . 
sin notificación a los acusados, quienes no tuvieron oportunidad de. recusar\os; los acusados no 
tuvieron oportunidad de nombrar sus propios expertos; y los "expertos" no eran contadores públicos 
certificados. 

31. La petición incluye una alegación general relacionada con que·la calidad y cantidad 
de la evidencia presentada en su contra era insuficiente para justificar una condena: Más aún, los 
peticionaras alegan .que el tribunal militar tomó su decisión luego de una serie de reuniones secretas 
y el voto de sus miembros, en violación a los procesas establecidos por el CJM. 

32. Como fuera mencionado más arriba, un número de acusados fueron condenados y 
sentenciados a pagar sanciones monetarias como ·parte de.la sentencia, as( como otras penas. A 
este respecto, los peticionaras mantienen que estos ·acusados. fueron perjudicados gravemente por 
ser ob\lgados a pagar grandes intereses por perlados de demora atribuibles al Estado. Indicaron que 
con el ajuste de intereses a través de los años, las penalidades casi se duplicQron. Hay reclamos 
complementarios relacionados con que los parámetros para .establecer las tasas de interés, no 
fueron claros ni justos. · · . 
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Reclamos relacionados con la competencia de las cortes que los juzgaron (artroulos 8 
y 25 de la Convención Americana) 

33. Los peticionarios presentaron dos alegaciones concernientes a la competencia de les 
cortes involucradas en el procedimiento, ambas relacionadas con los articulas 8 y 25 da la 
Convención Americana. Primero, indicaron que el juez militar asignado para dirigir las 
investigaciones fnlciales; sufrla de problemas psicológicos en ese momento y fue reemplazado 
aproximadamente 3 meses luego de comenzar la investigación y fue posterio.rmente dado de baja 
por las mism.as razones. Segundo, sostienen que la Cámara Nacional de Casación Penal, la cual 
tuvo que asumir jurisdicción de su apelación segón lo ordenado por la Corte Suprema, no ere la 
competente para entender en la revisión. Su ·alegación principal a este respecto es que la Cámara 
Nacional de Casación Penal fue establecida en 1992, luego de la comisión de los delitos imputados, 
violándose el derecho a ser .juzgado con un tribunal preexistente. Alegan además que la Corte 
Suprema denegó su recurso de hecho de forma in apropiada, sin revisión sustantiva de sus reclamos. 

4. Reclamos relacionados con igual protección ante la ley {artículo 24 de la ConvenciÓn 
Americana) 

34. Los peticionarios argumentan que el derecho de las supuestas vlctimas a igual 
protección ante la ley bajo el articulo 24 de la Convención Americana fue violado porque, de 
acuerdo a su estatua de militares al momento de las oí·ensas en cuestión, fueron procesados en la 
jurisdicción militar antes de tener acceso a la justicia civil. Los peticionarios enfatizan que la 
jurisdicción militar es un •tribunal administrativo, no judicial en su naturaleza, de manera que el 
personal militar, como las sUpuestas víctimas, es obligado a pasar por ese proceso que no se 

· requiare para los civiles. Los peticionarios cuestionan la compatibilidad del proceso de justicia 
criminal con la Convención Americana, señalando, por ejemplo, la negativa de la Cámara Nacional 

( de Casación Penal para revisar Jos hechos decididos por el Consej<;> Supremo. . 

5. Reclamo relaCionado con la aplicación de leyes ex'post tácto (articulo 9 de la 
Convención Americana) 

35. Las alegaciones de los peticionarios respecto del articulo 9 de la Convención 
Americana se relacionan con que las supuestas vlctimas fueron sujetas a la más dura de dos leyes 
relacionadas con la p'rescripclón aplicable a su caso. Mantienen que la Corte Suprema violó el 
derecho de las supuestas· vlctimas a la aplicación de la .más benigna de dos leyes, optan.do 
arbitrariamante por la aplicación del plazo de prescripción del Código de Procedimientos Criminal, 
permitiendo la continuación de los procadi.mieritos, · en lugar de los 1 O años de prescripción 
establecidos por el CJM, lo que hubiera dado por concluidos aspectos centraies de la irwestigación. 
La discusión respecto de este reclamo se omite, ya que la Comisión no declaró este reclamo 
admislble14

• 

6. Reolamo relacionado el derecho a compensación (articulo 1 O de la Convención 
Americana) 

36: Finalmente, los peticionarios invocaron el derecho de 'las supúestas víctimas bajo el 
articulo 1 O da la Conve¡1ción Americana a recibir compensación por haber sido condenados ·a una 
sentencia firme mediante error judicial. En este sentido, enf~tizan en particular el derecho de las 
alegadas vlctimas a ser compensados por el tiempo· pasado en prisión preventiva en elicaso del 
tiempo final al que fueron condenados. 

14 Supre nota 1. 
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7. Reclamo de que las procesos debieron anularse 

37. En base a los anteriores argumentos, los peÜcionarios mantienen que los procesos 
contra ellos fueron erróneos desde el principio y debieron anularse sobre la base de numerosas 
violaciones a sus derechos fundamentales. 

C. Posición del Estado 

1 • Consideraciones Preliminares 

38, El Estado sostiene que los peticionarios estaban buscando una cuarta instancia de 
revisión de la sentencia en el caso N' 56 "Ga/luzzi Carlos Alberto y otros 1 Fraude Militar 1 articulo 
843 bis. del CJM" en el cual estaban Involucrados 32 militares y las 21 supuestas vfctlmas de este 
caso ttieron condenadas 15

• Los peticionarios no han alegado su inocencia y han reconocido la 
comisión de los hechos imputados en su contra, lo cual tipifica los crimines militares de fraude y 
falsificación establecidos en el CJM. 

39. El caso se originó el 9 de septiembre de 1980. y los siguientes cuerpos judiciales 
tuvieron un rol: el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, 'que tomó su decisión al 5 de junio de 
1989, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal; la 
Cámara Nacional de Casación Penal y la Corte Suprema Argentina 18

• El Estado nota que las 21 
supuestas víctimas compartían ciertas caracter!sticas, como ser militares, y en consecuencia 
correspondfa el reconocimiento de la jurisdicción criminal y.a que éran oficiales militares al momento 
da la comisión de los crfmenes por los cuales fueron juzgados bajo el CJM. Adicionalmente, las 
supuestas víctimas han estado libres por varios años, habiendo completado los tiempos de prisión 
establecidos en sus condenas. El Estado nota que los peticionarios alegan que los artículos 1 .1, 7, 8 
y 25 de la. Convención Americana fueron violados, pero dados las particulares situaciones de cada 
caso y teniendo en cuenta la complejiqad de los expedientes (más de 14.000 páginas) y el gran 
número de acusados (32), el caso fue decidido dentro de un "plazo razonable." 

2. Competencia y Jurisdicción del Tribunal Militar 

40: El Estado señaló que las 2'1 supuestas víctimas eran todas miembros del Cuadro 
Permanente de las Fuerzas Armadas Argentinas, con estetus militar cuando los actos ocurrieron. 
Fueron acusados de "fraude militar", un crimen previsto en el.artfculo 843 y siguientes del Código 
de Justicia Mili\ar, Ley N' 14.029 (adoptado el 4 de julio de 1951 y promulgado el 6 de agosto de 
1951). ~os actos por los cuales fueron condenados fueron cometidos durante el periodo entre 1978 
y 1980. . . . 

41. El sistema de justicia criminal fue creado por el Poder Judicial del Estado, de acuerdo 
con el articulo 75 (27) de la Constitución Argentina· y era independiente tanto del Poder Judicial 
como del poder Ejecutivo del Estado. 

42. Les cortes marciaLes fueron tr'ibunales de justicia y sus sentencias podfan ser 
apeladas ante las uortes civiles federales, en particular la Cámara Nacional de Casación Penal y la 

ts Respuesta del Estado d6 Argentina de fecha 16 de febrero de 2000, en Expediente Carpeta "Nro 1, 

lC .Las acciones tomada13; por estas Cortes puede ser Identificadas en los siguientes Expedientes de esas Cortes: 
Expediente N<l 1.139.626 FAA Letra S N° 142.3/82 "C'' de la Cámara Naclohal de Apelaciones en lo Criminal y Correccional 

. de la Capital Federal; Caso N° 56 1 Sala IV "Ga/luzzir Carlos y otros 1 Fraude Militar Artículo 445 bfs (!el C6d1go de Justlci8 
Criminal" de la Cámara Nacional de Apelaciones fHl lo Criminal y Correccional de la Capital Federal y G415 Libro XXXI -
Volumen 31 RHE de la Corte .Sup.rema Argentina. 
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Corte Suprema de Justicia Argentina, Este Procedimiento preservaba el princrpro del derecho a 
apelación ante un tribunal superior (Art. 23 de la ley 23.934 y sus reformas). 

43. El Estado señaló que las COrtBS militares eran constitucionales bajo la ley y'·¡a 
Constitución argentinas, para juzgar e personal militar acusado de competer crimines codificados en 
el CJM. En consecuencia, a la luz de la· doctrina de la cuarta instancia elaborada por la Comisión, 
corresponde a la Comisión determinar si los procedimientos establecidos bajo el CJM cumpllan con 
las normas establecidas por la Convención Americana. · 

3. Contenido de la Petición 

44. El Estado indicó que los peticionarios, individualmente y como grupo, denunciaron a 
la Argentina por la violación de los siguientes derechos protegidos por la Convención Americana: 

. ·a) Derecho a la libertad Personal - articulo. 7 de la Convención, porque supuestamente 
sufrieron detención preventiva arbitraria y prologada, más larga que las condenas que eventualmente 
recibieron. Adicionalmente, el Estado notó que buscan CQmpensación por el tiempo pasado en 
detenCión en exceso de sus condenas. 

b) Garantfas Judiciales - articulo 8 de la Convención, porque supuestamente 1) no 
fueron juzgados en un plazo razonable; 2) no contaron con asistencia letrada durante el proceso 
ante· el tribunal militar (Art. 8.2.d de la Convención); 3) fueron obligados a declarar contra sf mismos 
(Art. 8.2.g y 8.3 de la Convención); 4} no tuvieron derecho de recurrir del tallo imte un tribunal 
superior (Art. 8.2.h de la Convención). 

----;----c----,.,-"C"-:c--G=aru;awnwtlqs_,!_YJ:!icwe_s-=-a.r:tlcJJlo_2_Q,_2. b de 1 a Conveoción.,_¡;¡QJ_QJ.!lU!ll.RJ..llllit<!ll:Ulll:lJLlll"-------
(. ·remedios disponibles no fueron resueltos apropiadamente o¡.¡ando la Corte Suprema rechazó su 

-·· . recurso de queja basado en la alegada inconstitucionalidad de la sentencia de la Cámara Nacional de 
Casación Penal del 20 de marzo de 1995. · Este argumento f4e realizado en la opinión disidente .de 
dos Jueces da la Corte Suprema. 

c .. 

d) Principio de igualdad ante la ley - articulo 24 de la Convención, porque fueron 
juzgados bajo un procedimiento especial del CJM . 

. e) El Estado sostiene que los peticionarios alegaron que hapían agotado los recursos 
internos, pero sostiene que esto es incorrecto en relación a los reclamos por tiempo prolongado en. 
prisión preventiva e indemnización por el tiempo que permanecieron detenidos en exceso de su 
condena. 

4. Con respecto a la alegada violación del artfculo 7 de la ·convención (Derecho a la 
libertad personal) 

45. El Estado indica que las supuestas vfctlmas recpnocieron que hace aproximadamente 
1 O años fueron liberadas, razón por la cual la queja debió archlvarse en relación con este reclamo, 
desde que no subsisten las rezones de la petición. El artfculo 35.c del Reglamento de la Comisión 
establece que si las razones de la petición no subsisten, debe ser archivada. 

. 46. El. Estado nota que, en relación al reclamo de compensación por el perfodo durante el 
cual permaneCieron privados de la libertad en· exceso del tiempo al que fueron cond.enados, en este · 
punto los peticionarios no han agotado los recursos internos, según lo requiere el articulo 46.1.a de 
la Convención. · · · 
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En relación con la alegada violación del articulo 24 de la Convención (Igualdad ante 
la ley) 

47. El Estado indica que las supuestas vlctimas reconocieron que cuando ocurrieron los 
hechos por los cuales fueron condenados, eran miembros de las Fuerzas Armadas Argentinas y que 
el fraude fue cometido en dependencias y en detrimento de la Fuerza Aérea Argentina. Los 
crlmenes cometidos por los cuales fueron juzgados, se encontraban previstos en el CJM y las 
supuestas victimas eran militares activos en ejercicio de sus funciones al tiempo de los hechos. 

48. El Estado alega que carece de sustento cuestionar la validez de los· tribun·ales 
militares actuando dentro de la esfera de su competencia, dada la prevalencia de cortes militares en 

. Estados que conforman la comunidad internacional, sin que ello sea considerado una violación al· 
derecho de igualdad ante la ley. Las cortes militares que juzg~n a oficiales pm crfmenes militares, 
'son cortes independientes del Poder Ej<Jcutivo y sus decisiones pueden ser apeladas ante la Cámara 
Nacional de Casación Penal, de acuerdo al principio de la doble ·Instancia. 

49.· El Estado nota qua la garantia de igualdad ante la ley prohibe el trato discriminatorio 
por la ley, pero no en situaciones de hecho, como la que resulta del reclamo de las supuestas 
vfctimas. La practica de la Comisión Europea de Derechos Humanos, alega, es compatible· con esta 
lf~ea de razonamiento. La Comisión Europea ha señalado en múltiples decisiones que no toda 
diferencia de trato está prohibida en relación al ejercicio de los derechos y libertades protegidos por 
la Convención Europea y viola el derecho a igualdad de trato. Para que se de una violación de la 
·Convención Europea en un caso, la diferencia de tratamiento debe estar desprovista de objetividad y 
justificación razonable. · . · 

50. El Estado afirma· que el CJM fue aplicado en situaciones como el presente caso, el 
cual era ley aplicable antes de los hechos del caso, v en consecuencia, resulta en que no existe 
violación por parte del Estado Argentino al principio de igualdad previsto en el articulo 24 de la 
Convención. 

6. Con relación a la alegada violación del articulo 8 de la Convención· 

a) En relación con el derecho a audiencia en tiempo razonable 

51. El Estado indica que el requisito dé "plazo razonable" guarda relación con el número 
de sujetos involucrados, el periodo de tiempo durante el cual.se ·cometió el fraude y la evidencia que 
fue necesario recolectar. Señaló también que la. modificación de la organización y competencia del 
sistema nacional de justicia criminal tuvo su Influencia, El expediente del caso comprendfa más de · 
14.000 páginas e Involucraba 32 personas y el fraude fue llevado a cabo durante aproximadamente 
3 años. El Estado enfatiza también que las supuestas víctimas intentaron beF>eficlarse de la 
prescripción en una acción criminal, razón por la cual las demoras en los procedimientos no .Pueden 
aJ:ribui'rse a Argentina. 

b) · En relación con .la falta de asistencia legal durante los procedimientos ante el loro 
militar 

52, El Estado indicó que el articulo 344 del CJM no contempló la designación de un 
abogado para el acusado, sino de un defensor, que no es abogado. Los Jueces en una investigación· 
militar tampoco son abogados. En las Fuerzas Armadas existe un Cuerpo de Auditores, compuesto 
por abogados con estat¡.¡s militar; ofiCiales que, antes de ingresar en la carrera militar, estudiare~ y 
se graduaron en leyes. Estos profesionales legales, que están al mismo tiempo en las Fuerzas 
Armadas, pueden· ser designados como defensores en procesos militares. El Estado notó que "todo 
procesado en una causa castrense puede eligir libremente a uo profesional del derecho para que lo 
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defienda17." El Estado también señaló que si se elige a un no abogado, en la practica, éste es 
asesorado por un Auditor en todas las acciones y presentaciones de su defensa. En consecuencia, 
no existió una violación del CJM por falta de nombramiento c:le un profesional para las supuestas 
vfctimas, desde que el CJM solo requirió que el Fiscal sea un ·abogado. 

e) En relación con el reclamo de que se vieron obligados a testificar contra si mismos 
·(articulo 8.2..g y 8.3 de la Convención) 

53. Primero, el Estado nota que las declaraciones de las presuntas vfctimas fueron 
tomadas durante la fase de Investigación, antes de la entrada en vigencia de la Convención 
Americana para la Argentina, es decir, antes del 5 de septiembre de 1 984. En consecuencia, este 
reclamo debe ser declarado inadmisible ya que la Declaración Americana no contiene una disposición 
equivalente al articulo 8.2.g de la Convención Americana. Asimismo, las declaraciones fuer.on 
tomadas cumpliendo las provisiones del CJM. 

d) Dere.cho a no ser obligado a declarar contra si mismo 

54. Adicionalmente, el Estado ha indicado que el artfculo 237 del CJM previÓ.: "Las 
declaraciones se tomarán separadamente a cada una de las personas complicadas en el delito o 
falta, y no podrá exigirse juramento o promesa de decir verdad, aunque puede exhortárselas a que 
se produzcan con ella." · 

55. En consecuencia, el· Estado argumenta, el reclamo de los petiCionarios de que 
supue?tamante fueron obligados a declarar contra si mismos· porque el Juez de Instrucción. Militar 
los eKhortó a decir la verdad .en la investigación, carece de fundam~ntos, porque lo que se 

-------.,eft<l¡etlefffi-a-eeffiemf'laao en el ártfci!l&-2-3f-.Elot-:Gédige· de JustiGia:..M\litar es una eXRGrta~ 
·. (. producir la verdad. 

(_. 

56. El derecho a no ser obligado a declarar contra si mismo significa que no puede 
o~tenerse una declaración por medio de coerción ffsica, amenazas morales o $Ueros de !·a verdad, 
circunstancias que no han sido alegadas en este caso. 

57. El Estado; también agrega que los peticionarios no fueron condenados 
exclusivamente en base a sus declaraciones durante la investigación, sino que se produjo. otra 
evidencia que determinó que habfa habido fraude: 

e) Respecto del reclamo de que fue violado su derecho de recurrir del fallo ante un 
tribunal superior (artfculo 8.2.h de la Convención Americana) 

58. Los· peticionarlos, sostiene el Estad~. mantienen que Argentina violó el articulo 8.'2.h 
de la Convención, porque supuestamente no contaron con la posibilidad de apelar su condena ante 
un tribunal superipr. 

59. Como resultado de los actos llevados adelante por las supuestas v!ctimas, el 5 de 
junio de 1989 el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas dictó sentencia en relación a los h'echos 
que dieron lugar al proceso en el juzgado militar, condenando a las supuestas v(ctimas y 
sentenciándolos a diferentes penas. 

17 Páglna·6 de la respuesta del Estado techada el 16 de febrero d~ 2000, en Expediente Carpeta 1. 
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60. El 23 de abril.de 1990, la Corte Federal de Apelaciones declaró admisible el recurso 
presentado en nombre de las supuestas vfctimas de acuerdo al articulo 445 bis. del Código de 
Justicia Militar, en relación con la sentencia del. Consejo Suprer¡w de las Fuerzas Armadas. 

61. Luego de un conflicto de competencia entre la Cámara Federal de Apelaciones y la 
Cámara Nacional de Casación, resuelto por la Corte Suprema a favor de esta última, el 20 de marzo 
de 1995 la Cámara Nacional de Casación tomo su deci.sión en su carácter de "tribunal superior" con 
respecto al Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, fallando parcialmente a favor de los reclamos 
de las supuestas vlctimas. · 

62. La competencia de la Cámara Nacional de Casación, se encuentra en la ley W 
24.050 de Competencia y Jurisdicción del Poder Judicial de la Nación en materia Penal, promulgada 
el 24 de abril de 1992·, por la cual la integración y competencia del Poder Judicial en materia 
criminal fue reestructurada, como consecuencia de reformas realizadas_ en el Código Procesal Penal 
de la Nación. 

63. El articulo 7 de la ley 24.050 establece la composición y competencia de la Cámara 
Nacional de Casación Penal y provee que una de sus Salas entenderá los. recursos previstos por el 
articulo 445 bis del Código de Justicia Militar. El articulo 445 bis prevé el derecho a· recurrir ante 
una corte civil una decisión del juzgado militar de primera instancia. 

64. El Estado cohcluye que la Cámara Nacional de Casación es el tribunal superior con 
competencia para olr las apelaciones de las decisiones dictadas por el Consejo Supremo de las 
Fuerzas Armadas, razón por la cual este reclamo debe ser rechazado, desde que· no existe violación 
al derecho de recurrir del fallo ante un tribunal superior, protegido por el articulo 8".2.h de la 
Convención, 

7. En relación con· el ·reclamo de que las supuestas víctimas no fueron tratadas 
apropiadamente en relación a los recursos presentados en la Corte (articulo 25 de la 
Convención Americana) 

65. Los procedimientos ante al tribunal militar .fueron llevados adelante de acuerdo a lo 
prescripto por el CJM, razón por la cual no existió arbitrariedad ni inconstitucionalidad. Las 
supúestas vlctimas no estaban de· acuerd.o con la sentencia~ en consecuencia, liuscaron que la 
Comisión actuara como cuarta instancia para revisar Jos hechos y la evidencia. 

66, Los Peticionarlos buscan la revisión de una decisión final que es res judicata y que 
impone penas que incluyen la privación de la libertad -·la cual . ya fue cumplida • inhabilitación 
absoluta, remoción del cargo y otra penas relacionadas por la comisión de serios crlmenes (Causa W 
56 Ga!luzzi Carlos y otros s/ Defraudación Militar s/ art. 445 bis del Código de Justicia Militar). La 
Comisión no puede actuar como tribunal de cu-arta instancia, entati;¡.a el Estado, bajo la supuesta 
incorrecta aplicación de la ley Interna o una errónea evaluación de los. hechos y evidencia por las 
cortes domesticas. 

a) Recurso ante la Cámara Nacional de Casación Penal 

67. El Estado nota que las declaraciones durante la investigación de las supuestas 
vlctimas, fueron tomadas de acue.rdo al articulo 237 del Código de· Justicia Militar, ·y esto no 
significa que fueron. obligados a declarar contra si mismos o que la. norma tuera inconstitucional. 

68. En relación con la falte de asistencia legal trente al tribunal militar, el articulo 97 del 
CJM estableció que el defensor trente a una corte militar debe ser un oficial en servicio activo o 
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retirádo y el artfculo 98 del CJM estableció que la defensa es un acto de servicio y un oficial en 
servicio activo no puede negarse a llevarlo adelante. 

69. El Estado afirma que luego de que el proceso ante la Justicia Penal Militar hubi'era 
concluido, las supuestas vfctimas tuvieron abogados, elegidos por ellos y pagados por el Estado 
Argentino, lo cual debes ser considerado como cumplimiento con el articulo 'B.2.e de la Convención 
Americana. 

70, El Estado enfatiza que los petiCionarios no alegaron su inocencia y reconocieron 
haber cometido los actos por los ·que fueron acusados y por los que fueron condenados, Los 
peticionarlos, de acuerdo con el Estado, se limitaron a afirmar que no fueron juzgados en 
condiciones de Igualdad con personas acusadas bajo el Código Penal, en cuyo caso el Código 
Procesal Penal es aplicable. 

71, Los peticionarios fueron juzgados en primera instancia por el Consejo Supremo de las 
Fuerzas Armadas, su apelación fue ofda por la Cámara Nacional de Casación Penal, la cual era 
competente y, como su decisión les fue adversa, presentaron un recurso extraordinario y un recurso 
de .que¡a ante la Corte Suprema Argentina, por denegeció'n .del recurso. 

72. El Estado agre,ga que los peticionarios no argumentaron la falta de independencia o 
Imparcialidad de ninguno de los jueces en ninguna de las Instancias, 

73, El Estado· concluye que la protección judicial reconocida por la Convención, 
comprende el derecho a un procedimiento justo, imparcial y expedito, el cuai ofrezca la posibilidad 
pero nunca la garantía de un rasultado favorat¡le, Un resultado desfavorable·, surgido de un juicio 

------,oc----I'J'ust<>--!'l<>-es-~JR"-"t' ' · uancia el Estado con·~suid~.<eu:raa-'q:¡li.UieLJJio:JJsW:b<Be,cnns_ ____ _:__ 
(. ·. alegados por las supuestas vfctimas no constituyen una violación de los ~~tfculos 8 y 25 de la 

Convención 

8. Respecto del agotamiento de !os recurso internos 

74, El Estado argumenta que los peticionarlos .únicamente agotaron los recursos lnte¡nos 
en relación con los crfmenes de fraude militar y falsificación, por los cuales fueron condenad()s. 
Sostiene· que los peticionaras no han agotado fas recursos respecto de los reclamos d.e prisión 
preventiva prolongada, ni compensación por el tiempo que fueron detanidos en exceso del tiempo al 
que fueron condenados, 

. IV, Análisis de Fondo 

A. Establecimiento de los hechos 

75. El. caso fue iniciado el 9 de septiembre de 1980, cuando les Fuerzas Armadas 
estaban en el gobierno, durante el llamado "proceso de reorganización nacional", y durante la 
transición a un gobierno democrático. 

· 76, Los hechos que dieron lugar a este caso ocurrieron durante el periodo entra 1978 y 
1980 y resultaron en la detención en carácter incomunicados de aproximadamente 50 oficiales 
militares quienes estaban a cargo de fondos de diferentes bases de la Fuerza Aérea Argentina, El 
sumarl.o del proceso militar (primera etapa del procedimiento) comenzó él 9 de septiembre de 1980 
pero fue llevado adelante durante el periodo entre al 15 al 31 de septiemb(e de 1980, El 5 .de jLinio 
de 1989, el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas condenó a 24 oficiales de la Fuerza Aérea y 
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declaró inocentes a cinco 18 , Veinte de las 21 supuestas victimas fueron sentenciadas a términos de 
prisión de entre 7 y 1 O áños y dados de baja de las fuerzas armadas con la sanción adicional de 
inhabilitación absoluta perpétua, lo cual llaman "muerte civil", por los crim.enes de fraude militar 
(articulo 843 del CJM) y falsificación y/o asociación ilfcíta19

, Miguel Ramón Taranta, el 21, fue 
sobreseido de todos los cargos por el Tribunal Militar. El 30 de julio de 1989, la Cámara Naciqnal 
de Apelaciones en 10 Criminal y Correccional Federal de la Capital Federal revocó el fallo del Consejo 
Supremo y ordenó su liberación?' 

77. Tanto el Fiscal General de la Fuerzas Armadas, como la defensa, plantearon 
apelaciones de acuerdo al articulo 445 bis del CJM, los cuales fueron oldos por la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal de la Capital Federal el 14 de junio de 198921 . 

El 23 de abril de 1990 la Cámara Nacional da Apelaciones ordenó admitir parte de los reclamos22
• El 

5 de diciembre de 1990, la Cámara Nacional de Apelaciones decidió la prescripción de dos de las 
tres ofensas23

• El Dr. Luis Moreno Ocampo, Fiscal de la Cámara Nacional de Casación Penal, 
presentó· una apelación en contra de la prescripción ante la Corte Suprema Argentina24

, Esa 
apelación fue resuelta por la Corte Suprema el 30 de julio de 1991; r·evocando la decisión de 
prescripción26

• · 

78. El 16 de septiembre de .1993 la Cámara Nadonal de Apelaciones declaró que no era 
competente para continuar con el procesamiento del caso, indicando que la competencia 
correspondia a la Cámara Nacional de Casación Penal28 • Esta Última el 16 de noviembre de 1993, 
declinó ejercer la competencia y regresó el caso a la Cámara Nacional de Apelaciones, la cual habra 
admitido 'el caso y llevado adelante ciertas acciones de impulso procesal27 • El conflicto de 
competencia fue resuelto por la Corte Suprema, la cual resolvió el 21 de febrero de 1994 que la 
Cámara Nacional de Casación Perial era la competente para entender del recurso previsto por el 

·18 la decisión del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas del 5 de junio da 1989, comprende los Anexos 23 del 
Expediente Anexos 18-28. · 

19 Veinte de las supuestas vtctimas. fueron Condenadas a· los siguientes términos de prisión:. 1. Gerardo Félix 
Glordam:i·--: 7 aNos y 6 meses; 2. Nlcolás.Tomasek -·8 aBOs y 6 meses; 3, Enrique Jesús Aracena- 8 años y 6 meaea; 4. 
José Amaldo Mercau¡ 5. Migue! Ángel Maluf- 8 años y 6 meses; 6. Félix Osear Morón- 9 años y 6 meses; 7. Miguel 
Osear Cardo~o - 7 ai'\os . y 6 meses; B. Luis López Mattheus - 7 años y 6 mesas: 9, Julio Cesar Allendes - 7 años y 6 
meses; 10. Ambrosio Marcial {fallecido) - 7 aiios y 6 meses; 11. Alberto José Pérez- 6 años; 12. Horaclo Ernesto O. 
Muñoz- 7 años: 13. Juan ftalo Óbolo- 7 años¡ 14. Miguel Ramón Taranta- absuelt~; 15. Hugo Osear Argüelles- 7 
años; 16. Csrlos Julio Aranclbla - 7 años y 6 ineses; .17. Ricardo Ornar Candurra - 8 años y 6 meses; 18. Anl'bal ftamón 
Machln - 8 años; 19. Enrique Lujan Pontecorvo ~ 7 años y 6 meses¡ 20. José Eduardo di Rosa - 8 af\os y 1 O meses ; 21. 
Carlos Alberto Galluzzl- 10 años. 

20 Ver Ampliación Petición, file Pet!tlon l. 

21 Ver la· decisión de la Cámara Nacional de Casación Panal del 
procedimiento. 

3 de abril de 1995, para un sumari? del 

22 Ver la decisión de la Cámara Nacional de· Casación Pena! de! 3 de abril de 1996,, para un sumario del 
procedimiento. 

23 La decisión de la Cámara· Nacional de Casación de! 6 da diclembre.de 1990 esta en el Expediente Anexos Hl.· !~as 
dos ofensas fueron fraude militar y falsificación, No dec!Úó que la presc¡Jpción fuera aplicable a la tercer ofensa: asoc!aqlón 
llfcita. · · 

24 Ver la decisión de (a Cámara Nacional de Casación Penal del 3 de abril de 1995, para un sumario de! 
procedimiento. 

26 La decisión de la Corte Suprema Argentina de! 30 de julio de 1991, en Expediente 2. 

24 Ver la decisión de la Cámara Nacional de Casac,!ón Penal del 3 de abrl! de 1995, para un sumario ·del 
procedimiento. 

21 La decisión de la Cámara Nacional de Casación dal 16 da noviembre de 1993, Se encue~tra en el AnexO 1(:~ del 
Expediente Anexos 1 ~ 17, 
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articulo 445 bis del CJM26 • El 21 de febrero de 19941e Cámara Nacional de Casación se hizo cargo 
del caso29 • La competencia de la Cámara Nacional de Casación Penal fue determinada por la Ley N' 
24.050 sobre Competencia e Integración del Poder Judicial de la Nación en Materia Penal 
promulgada el 24 de abril de 1992, la cual reorganizó el sistema de justicia penal30

• 

79. La Cámara de Casación celebró una audiencia entre el 22 de febrero y el 20 de 
marzo de 1995 y emitió su decisión sobre le apelación presentada por los peticionarlos y el Fiscal de 
las Fuerzas Armadas, contra la decisión del Consejo Supremo de las_ Fuerzas Arma das el 20 <le 
marzo de 1995 (fecha de la resolución; 3 de abril de 1995 fecha de las consideraciones)". 

80. La Cémara de Casación rechazó los argumentos presentados por los peticionarios y 
el pedido de prescripción, de la apl-icabilidad de las leyes de amnlstla y de los argumentos de 
inconstitucionalldad. En su decisión de 3 de abril de 1995 la Casación confirmó la condena de 21 
militares y examinó las apelaciones realizadas por losabogados de la defensa y los dos Fiscales". 
Eliminó uno de los cargos (asociación illcita) y redujo el tiempo de prisión de 7-1 O años a 3 años en 
su mayorla para 19 de las presuntas vlctimas, los cuales ya se encontraban cumpfidos en prisión 
preventiva, y absolvió a Ambrosio Marcial de todos los cargos33

• 

81, Los peticionarios presentaron un recurso extraordinario contra la decisión de la 
Cémara Nacional de Casación con fecha 20 de abril de 199534

• El recurso extraordinario fue 
denegado por la Cémara Nacional de Casación el 7 de julio de 199536 . El 7 de agosto de 1995, los 
peticionarios interpusieron recurso de queja por denegación del recurso extraordinario, planteando 
las mismas cuestiones ente la Corte Suprema Argentina". El 28 de abril de 1-998 la mayorla de la 

28 Ver la decisión ·de la Cámara Nacional de Casación Penal del 3 da abril de 1995, para un sumário del 
procedimiento, El arttcu!o 445 bis establece que la apelación debe presentarse ante la Cámara Nacional de Apelaciones. 

29 Ver la petición, presentada el 6 de }unto de 998 por el Dr. Barcesat, en el Expediente 1 da! caso. 

ao L.a ley 24.050 esPeCifica que una de las ouatr~ Salas de la Cárñara Nacional de Casación Penal reemplaia a la 
Cámara Nec!one! de Apelaciones en las apelac!ones relacionadas CG~n el art(culo 445 bis de la ley 14.029 !CJM). · 

31 La decisión de la Cémara Nacional de CaSación Panal de! 3 de abril de 1995 se encuentra en el Anexo 27 del 
Expediente Anexos 18~28. 

32 La decisión de la Cámara NaCional de Casación Penal del 3 de abril de 1995 se encueritra en el Anexo 27 del 
Expediente Anexos 18~28. 

:~s La Cámara Nacional de Casación Penal; en su decisión de 20 de mEuzo de 1995, redujo la condena de 1 9 de las 
presuntas vfctlmas como sigue, y absolvió a Ambrosio Marclal de todos los cargos: 1, Gerardo Fé!lx Giordano - 3 años y 7 
meses; 2. Nicolás Tomasek - 4 aii9s y 6 meses; 3, Enrique Jesús Aracena - 4 años y 6 mesas¡ 4. José Arnaldo Mercau -
5 afios; 5. Miguel Ángel Maluf - 5 años; 6. Félix Osear Morón - 6 años¡ 7, Miguel Osear Cardo lo - 3 años y 6 meses: 8. 
Luis Lópoz Mattheus- 3 años; 9. Julio Cesar Allendes ~3 años¡ 10. Alber¡o José Pérez -· 2. años y un dfa; 11. Horac!o 
Ernesto O. Mufioz - 3 años y 6 meses;·12. Juan ftalo Óbolo - 3 años y 6 meses¡ 13. Hugo Oscár Argt1elles - 3 años y 6 
meses¡ 14, Carlos Julio Aranclbla- 3 afios; 15. Ricardo Omar Candurra- 4·afios y 6 meses; 16, Anfba! Ramón Machfn·~4 
!l'iios y 6 mases; 17. Erulque Lu}an Pontecorvo -.3 años y 6 meses; 18. José Eduardo di Rosa- 4·años y 19. Carlos Alberto 
Gal!uz?J- 7 años. ~a decisión del 20 de marzo de 1995 sG Incluye en el Expediente Anexos \11 del caso. 

34 La presentación del recurso extraordinario en nombre Gerardo Glordano, Nicolás Tomasek, José Marcau, Carlos 
Aranclbia, Hugo ArgOelles, Miguel Cardozo y Eugenio Mufioz, se encuentra en e! Anexo 4 de! Expediente Anexos 1~17, 
Anexo 20.del Expediente Anexos 17w28 y Anexo VI (fecha.do el19 de abril d'e 1995) un nombre dé Enrique Aracena y Félix 
Morón se encuentra en el Expediente Petición 1. Los Articulas 14 y 15 de la ley 48, de acuerdo al articulo 6 de la Ley 4065 y 
256 del Código Procesal Civil y Comercia! de la Nación, permiten apelar a la Corte Suprema Argentina curindo se plant.ean 
asuntos de compatibilidad de !a ley con la Constitución o cuando se Invocan trauldos lnterneclonales. · 

36 La decisión de la Cámara Nacional de Casación Penal del 7 de Julio de 1995 en el caso Aracena y Morón, se 
encuentra en el Anexo VI de! Expediente Petición 1, 

36 El recurso de queia por denegación de recursO extraordfnado en nombre de Gerardo G!ordano, Nicolás Tomasekf 
José Mercau, Carlos Aranclb\a, Hugo Arg0e11es, Miguel Cardozo y Eugenio Muñoz, se encuentra en el Anexo 5 del Expediente 
·Anexos 1~17. El recurso de hecho presentado en nombre de Enrique Aracena y Félix Morón comprende los Anexos VIII del 

Contlnóa ... 
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Corte Suprema rechazó el recurso considerando que, desde que el recurso extraordinario que motivó 
el recurso .de queja fue declarado Inadmisible {conforme al artfculo 280 del Código Procesal Civil y 
Comercial), procedla declarar inamisible el recurso dé queja". Dos Jueces ¡:le la Corte Suprema 
(Petracchi y Boggiano) disintieron y consideraron que las declaraciones tomadas por el Juez Militar 
de Instrucción eran nulas, ya que violaban la garantla constitucional de no ser obligado a declarar 
contra s¡. mismo36

• 

82. Los hechos no se encuetítran en discusión. Tanto los peticionarios como el Estado 
aceptan que las 21 supuestas vlctimas fueron sometidas a procesos militares y civiles que 
concluyeron con una fallo de primera instancia del Tribunal Militar y una apelación ante una corte 
civil y la Corte Suprema se negó a considerar el caso. Entre los procedimientos militares y civiles, 
en 1994, la Constitución Argentina fue modificada y los tratados de derechos humanos fueron 
otorgados jerarqufa constitucional en el sistema interno. Como resuitádo, durante la .apelación, los 
peticionarios tuvieron oportunidad de argumentar que los procedimiento.s militares de los que fueron 
objeto, violaban derechos constitucionales y las obligaciones de Argentina bajo la Convención 
Americana. La cuestión en este caso es si los procedimientos judiciales internos violaron los 
derechos de las supuestas vfctimas al debido proceso, protección judicial v libertad personal v algún 
otro derecho protegido bajo la Convención Americana, 

B. Consideraciones de Derecho 

Consideraciones Preliminares. 

83. Los peticionarios solicitan ·.a la Comisión que determine si un proceso llevado 
adelante por un tribunal militar contra un número de .oficiales militares por crfmenes fllllitares cumple 
con los estándares internacionales lijados por la Convención Americana. La Comisión y Corte· ínter
Americanas, en numerosas ocasiones, han desárrollado una doctrina significativa en el t~ma de la 
jurisdicción militar .39 Los casos previos, sin embargo, involucraban una de dos situaciones: 11 
cuestionas relacionadas al tratamiento de civiles por tribunales militares; 2) procedimientos ante 
tribunales militares, o la falta de ellos, contra oficiales militares acusados de violaciones a los 
derechos humanos. · Le novedad en la cuestión presentada por los peticionarios en este caso, sin 
embargo, apunta a la compatibilidad de un código de justicia militar, aplicado ~n su alcance más 

.•. continuación 
E?tpediente Petición ·1 , los peticionarlos plantearon el tema de la falta d9 conSideración por parte de la Cámara Nacional de 
Casación Penal del tema de la prescripción, de la aplióabil!dad de las leyes de amnlstfa y de las acciones· de 
inoonstltuclonelídfld planteadas por la .defensa. Adicionalmente los peticionarlos plantearon' cuestiones que apuntan a la 
nulidad de los procedimiento!). Uno de los actos considerados lrconstituclonal~s se relaciona con la supuesta coerción de· las 
aleadas vfctlmas en la 118Xhortaclón: a decir la verdad1 la cual los peticionarios caracterizan como una violación de la 
protección constitucional contra la auto-lnc.rlmina616n. En adición los pe.tlcionarlos sugieren que el estado de incomun!co<;:lón 
prolongado, sin deslgnaclón de una abogado defenl:ior, deben ser Interpretadas como coerción inconstitucional e ilegaL Solo 
después de haber prestado declaración, las supuestas v(ct!mas fueron preguntadas si quar!an hacer uso del derecho a 
nombrar un abogado defensor. Los peticionarios solicitan a la Cort'e Suprema que declare Inconstitucional el Ártfculo 237 del 
CJM y anular todas las declaraciones prestadas por las supuestas vfctlmas. Articulo 237 del CJM, ver supra nota 11, 

37 El rechazo del recurso dei queja presentado en nombre de Ger~rdo G!ordano, Nicolás Tomasek, José Mercau, 
Carlos Aranclbla, Hugo ArgOe!les, Mlguel Cardozo y Eugenio Muñoz, por la Coi'te Suprema, fechado el 28 de abril de 1998, 
cOmprende el Anexo 21 del Expediente Anexos 18~28. El rechazo del recufso de h6cho, presentado en nombre de Enrltiue · 
Aracena y Félix Morón, fechado el 2 de junio de 1998, comprende los Anexos IV Del Expediente Patlc\ón 1. Articulo 280 

. del Código Procesal Clv!l y Comercla11 ver supra. nota 12. 

38 El voto disidente de los jueces Petracchi y Bogg!an·o, se ene entra en el Anexo 1 del Expediente Anexos 1 ~ 17. 

39 Ver,. por ej6mplo, Marluel Ventura Robles, "La Jurisdicción Militar en lo Jurisprudencia de la Corte lnteramericana 
de Derechos Humanos• en IIDH, ESTUDIOS SOBRE EL SISTEMA INTERAMERICANO DE PROTECCION DE LOS DERECHOS 
HUMANOS, Tomo H, 2011, pp.207-23(. . . 
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restringido, y las obligaciones del Estado bajo la Convención Americana. Este es un tem·a de 
primera impresión desde que no ha sido tratado por la Comisión en el pasado40 • 

84. El primer grupo de casos referidos arriba, se refiera al tratamiento de civiles por 
tribunales militares, en su mayorfa civiles peruanos que fueron acusados por el Estado de crfmenes 
de terrorismo o traición, y que fueron juzgados sumariamente y condenados por jueces m Hitares "sin 
rostro"". Estos procedimientos ante juzgados militares fueron luego anulados por no asegurar las 
garantfas del debido proceso y juicio justo establecidas por la Convención Americana; los civiles 
condenados, en la mayorfa de los casos, fueron juzgados nuevamente por tribunales ordinarios 
civiles. El segundo grupo de casos fue más prevalente en el· hemisferio e Involucraba procesos 
militares, o la falta de ellos, contra oficiales militares acusados de crfmenes que constltufan 
violaciones a los derechos humanos. La Comisión desarrolló una doctrina que establece que " ... 
juzgar delitos comunes como si fueran militaras por al sólo hecho de haber sido ejecutados por 
militares, es violatorlo de la garant!a de un tribunal independiente e imparcial ( ... ) "42 • Un número de 
casos en este grupo ha involucrado recientemente a México43

• A pesar de la prohibición 
constitucional en México de que la jurisdicción militar se extienda más allá de "crfmenes y ofensas 
contra la disciplina militar",. el articulo 57 del Código· Militar de Justicia Mexicano extiende la 
jurisdicción militar a crimines de jurisdicción ordinaria cuando fueron cometidos por miembros del 
cuer.pomilltar44

• Los miembros del cuerpo militar que cometen crlmenes que constituyen violaciones 
de derechos humanos, deben ser juzgados en tribunales civiles, porque estos crfmenes no son 
crfmenes militares cometidos en cumplimiento de su función••. En este contexto, los órganos del 
sistema Inter-Americano de protección de derechos humanos, han reiterado que "[L]a jurisdicción 

'militar no cumple con los requisitos de imparcialidad, Independencia y competencia para conocer 
violaciones a los derechos humanos y el sometimiento del caso a la mism·a viola la garantfa de juez 
natural" en violación de .las garantfas del debido proceso establecidas en el articulo 8.1 de la 
Convenmóh Amerlca¡ 1a4 . · · 

85. . Como fuera mencionado más arriba, la situación en el presente caso presenta une 
cuestión de primera impresión. Los peticib~arlos solicitan a la Comisión que· determine si los 
procedimientos ante tribunales militaras, contra militares por. crfmenes militares, cumplen con los 
estándares internacionales de derechos humanos fijados en la Convención Americana, en un 
momento en el que no cuestionaron la existencia de juzgados militares p.or 'no cumplir con 
estándares intarnaéional.es de derechos humanos. En este caso, los militares no fueron acusados de 
crfmenes que constituyeran violaciones a los derechos humanos, como violación sexual o ejecución. 

40 El caso Cestf Hurtado e, Perú, S~ntencia· del 29 de septiembre de 1999, piasentaba clertas similitudes y también 
involucraba un julclo militar por fraude. La difarenéla sustancial, sin embargo, es que el acusado Cestl era un oflclal mllltar 
retitado que, como civil, no se encontraba sujeto a la jurlsdlcc\ón militar. En el presente caso, iodos los acusados eran · 
.mll!tares oficiales en servicio act!vo. · 

41 Ver por ejemplo Corte IDH, Caso Loayza Tamayo vs. Perú, Sentencia del 17 de s~ptiembre de 1.997; Castillo 
Petruzzf vs. Perú, Sentencia del 30 de mayo de 1999; Centora/Benavldes vs. Perú, Sentencia del 1 B de agosto de 2000, De 
La Cruz Flores vs. Perú, Sentencia da! 18 de noviembre de 2004 y Lort Berenson-Mejfa .vs. Perú, Sentencia del 25 de 
noviembre de 2004. 

4:z Corte_IDH, Ceso Gen/e Lacayó vs. Nicaragua, Sentencia del 29 de enero de 1997, párr, 53. 

• 
43 Ver Corte IDH, Fem~nde7. Ortega y otros vs. México, Sentencie del 30 da agosto de 201 O; Rosendo Can tú y 

otros vs. México, Sentencia del 31 da agosto de 2010 y Radl!la-Pacheco vs. México, Sentei1cla del 23 de noviembre de 
2009. 

44 El artfcu!o 13 de la· Constitución Mexicana establece que u subsiste el tuero de guerra para los delitos y faltas 
contra ~a disciplina mUltar". El articulo 57 del Código de Justicia M111tar define "crlmenes contra la disciplina militar" 
Incluyendo aqUellos yr_lmenea- 11comet1dos ·por soldados". · 

46 Corte IDH, Fernández Ortega y otros vs, México, Sentenc¡a del 30 de agosto de 201 O, párr, 177, 

4&fbid. pérr. 173. 
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extrajudicial; fueron acusados principalmente por el delito da fraude, establecido tanto .en al CJM 
como en el Código Penal ordinario. Los peticionarios en este caso, luego de la reforma 
constitucional de 1994 en Argentina, buscaron la protección al debido proceso otorgada por el 
derecho internacional de los derechos humanos, alegando la Incompatibilidad de tener un código 
separado para juzgar a militares. 

86. En ·la mayorfa de los casos, las cortes militares no se adhieren a los estándares 
internac'tonales de derechos humanos y se encuentran organizatlva y operaclonalmente dependientes 
del Poder Ejecutivo del Estado; no forman parte del Poder Judicial. Los jueces milit.ares son personal 
militar en servicio activo que son a la vez subordinados de sus respectivos comandantes y sujetos a 
principios de obediencia jerárquica o vertical. los tribunales militares evitan la supervisión judicial de 
miembros da las Fuerzas Armadas en casos de ejecución extrajudicial, tortura y desapariciones 
forzadas de civiles; los tribunales militares deniegan a las víctimas y ·sus familiares el derecho a un 
recurso efectivo y el derecho a saber la verdad. La jurisprudencia dar sistema lnter"Amerícano·se 
encuentra repleta de casos de jurisdicción· militar que falla en investigar violaciones masivas a los 
derechos humanos y fallan en castigar a los miembros de las fuerzas de seguridad que fueron 
perpetradores de estos crímenes47

• Ha sido señalado reiteradamente que violaciones masivas a los 
derechos humanos, cometidas por miembros de las fuerzas de seguridad (militares o policías) no 
pueden ser considerados ofensas miiítares cometidas en eiercício de sus funciones (delito de 
función). · 

87. Los códigos de justicia militares existen para separar el estatus de los miembros de 
las fuerz¡¡s annadas y preservar el orden y disciplina. dentro de dichas fuerzas48 . Los grupos de 
derechos humanos que defendían a civiles en las cortes militares de. Perú; no buscaban la abolición 
de la jurisdicción militar; simplemente buscaban cortes civiles para este grupo de civiles, pajo. la 
presunción de que los tribunales militares ·eras apropiados exclusivamente para r)1ilitares que habían 
cometido ofensas bajo el CJM. La Corte lnteramericana también ha reconocido y justificado la 
existencia de tribunales militares en un Estado democrático en términos muy restrictivos: "la Corte · 
ya ha establecido que en un Estado democrático de derecho dicha jurisdicción ha de tener un 
alcance restrictivo y excepcíon¡¡l y estar encaminada a la protección dé Intereses jurídicos 
especiales, vinculados con las funciones que la ley asigna a las fuerzas militares. Por ello, sólo se 
debe juzgar a militares por la comisión da delitos o faltas que por· su propia naturaleza atenten 
contra bienes jurídicos propios del orden militar49

." El presente caso requiere que la Comisión 
determine sí la jurisdicción militar es compaÜble con los ~stándares internacionales de derechos 
humanos aún es su aplicación mas restrictiva; esto es, respecto de militares que cometieron ofensas 
en el cumplimiento .de sus. funciones. Las características particulares de la presente situación, 
ameritan cierta reflexión respecto del contexto y las tendencias en relación con la jurisdicción militar 
en el mundo. 

47 Ver por ejemplo, Corte IDH, El Amparo vs. Venezuela, Sentencia dO! 18 de enero de 1995, Nelra-A/egria vs. PenJF 
Sente_ncla del 19 de enero da 1995; Caballero Delgado y Santana vs. Colombia, Sentencia del 8 de diciembre de 1996; Genie 
Lacayo vs. NicarfJgua, Sentencia del 29 de enero de 1997; Benavldes~Ceva/Jos vs. Ecuador, Sentencia del 19 de junio de 
1998; 19 Comerciantes vs. Colombia, Sentencia del 5 da Julio de 2004; Escuá-Zapata vs. Colombia, "Sentencia del 4 de Julio 
da 2007; Tl!J~Tojln vs. Guat<Jmala, Sentencia del 26 de noviembre de 2008. · 

48 Corte lDH, 19 Comerciantes vs. Colombia, Sentencia del 5 da Jullo de ?0041 párr. 1 66. 

49 ·/bid.,,párr. 166. Cf. Las Palmeras vs. Colombia, Sentencia del 6 de diciembre de 2001, párr. 51¡ Cantora/ .. 
Benavidas vs. Ecuador, Sentencia dal18 Pe agosto 2000, párr. 113; Caso de Durand y Ugarte vs, Perú. Sentencia del 16 de 
agosto de 2002, párr. 117; 11Masacra de Mapíripán" vs, Colombia, SentenCia del 7 de marzo de 2005, pérr. 202; Palamara 
lribarne vs. Chile; Sentencia de\22 de novlembre de 2006, párr. 139¡ Masecre de Pueblo Bello vs. Colombia, Sentencia-del·· 
31 de enero de 2006, párr. 189; Almonacid A rellano y otros vs. i::hf'le1 Sentencia del 26 de septiembre de 2006, párr. 131; 
La Cantuta vs. Perú, Sentencia del 29 de noviembre de 2006, párr. 142¡ Masacre de la Roch"e!a vs. Co/ombfa, Sentencia del 
11 de mayo de 2007, párr. 200;. y Tiu Tojfn vs, Guatemala, Sentancla del 26 de noviembre de 2008, párr. 118. 
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88. Luego de la Segunda Guerra Mundial, los tribunales militares fueron abolidos en 
algunos paises, en particular aquellos que perdieron la guerra y cuyos ejércitos fueron abolidos, 
como Alemania y Japón50 • Posteriormente, durante 1980 y 1990, los tribunales mllitáres en 
tiempos de paz fueron abolidos en un número de otros paises, como Coste Rica, Dinamarca, 

· Eslovenla, Estonia, Francia, Holanda, Republica Checa, Guinea y Senegal61
• Muchos pafses con 

ejército no poseen un sistema de justicia militar criminal que opere en tiempos de paz y la 
responsabilidad de penalizar por crfmenes cometidos u ofensas menores cae bajo las cortes 
ordinarias y lo cuerpos disciplinarlos especializados. 

89. Diferentes sistemas de justicia militar, criminallzan diferentes conductas ilegales y no 
existe una definición comúnmente aceptada de qué constituye una "ofensa militar" que la distinga 
de un crimen común. En Argentina, el sistema judicial relr,vante para este caso, "traude" era 
definido tanto por el CJM como por el Código. Penal ordinario. En algunos sistemas los códigos de 
justicia militar consideran que cualquier ofensa cometida en ·un establecimiento o emplazamie.nto 
militar, sin Importar la naturaleza del acto, ni si el perpetrador o. la vfctima son militares, está sujeta 
a la justicia militar. Es a través de etiquetas como delito de función o acto de servicio que las. cortes 
militares logran en algunas instancias juzgar a personal militar por violaciones' a derechos humanos 
contra civiles de crfmenes tan graves como tortura, ejecuciones extrajudiciales y desapariciones 
forzadas. · 

90. En algunos paises europeos, se han introdúcido reformas legales para asegurar que 
se respeten las garantlas judiciales al personal militar que se enfrenta a juicios en tribunales 
militares. Las autoridades Irlandesas anunciaron que uno de los propósitos de su reforma legal era 
incorporar las pro.visiones de la Convención Europea de Derechos Humanos en su legislación interna. 
Una ,Posición aún más radical fue la adoptada por la Suprema Corte de Sudátrica en marzo de 2001, 
CUahdu 01 derró que se S.tts~eA€1iera la-apli<>aeión del C IM, establecllml;!_o que, príma fa cíe, la justicia 
militar era Incompatible con el principio de igualdad ante la ley y el derecho a la protección judicial 
garantizado por la Constitución"'. 

91. El CJM Argentino inclula ciertas provisiones que príma facíe constitufan una 
viol'aclón de las obligaciones de Argentina bajo la Convención Americana de juicio justo y acceso a 
la justicia. Las 21 supuestas vlctimas en el presente caso, fueron juzgadas bajo. el CJM argentino y 
buscaron la nulidad de sus condenas por la corte de apelaciones ordinaria y la Suprema Corte. Ni la 
Corte de Apelaciones, ni la Suprema Corte anularon sus condenas, razón por la cual los peticionarios 
acudieron a la Comi.sión lnteramericana para conseguir la nuliqad de esos fallos. 

lío Ver,-Com!slón lnter~aolonal de Juristas, Federico Abrau-Guzrnán "Ju-risdicción Militar y Derecho Internacio-nal" 
VOl. 1;Pég, 1!58 y ss, 

" lb/d., PÓg. 159. 
62 /bfd., Pá.g.161. 

.. ... 
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Violaciones a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

C. Debido proceso y garantfas judiciales en los procedimientos criminales militares 
adelantados contra las supuestas vfctlmas (artfculos- 8 y 25 de la Convención 
Americana} 

92. El articulo 8 de la Convención Americana garantiza el debido proceso en los 
procedimientos judiciales de carácter criminal: 

1. Toda persona tiene derecho a ser arda, con las debidas garantfas y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, Independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 
o. para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral/ fiscal o de 
cualquier otro carácter, 
2. Toda persona inculpada de detito tiene derecho a que se presuma su. inocencia mléntras 
no se establezca legalmente sU culpabilidad. Durante el proceso 1 toda persona tiene derecho, 
en plena Igualdad, a las siguientes garantfas mfnlmas: 
a. derecho del. inculpado d8 ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no 
comprende o no habla al idioma dal juzgado o tribunal; 
b.' comunicación previa y detallada al inculpadp de la acusación formulada; 
c. ·concesión al inculpado del tiempo y de los medíos adecuados para la preparación de su 
defensa; 
d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de 
su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 
e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defen-sor proporcionado por el Estado; 
remunerado o no según la legls·lación interna1 si el inculpado no se defendiere por sf mismo ni 
nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; 
f, derecho de la defensa de Interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la 
comparecenCia, comO testigos o peritos, de otras personas que puedan arrpjar luz sobre los 

. hachos; 
g. derecho a no ser obligado a declarar contra sr mismo ni a .declararse culpable, y 
h. der.echo de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior . 
. 3. la· confesión del inculpado solamente es válida· si es h~cha s!n qoacción de ninguna 
naturaleza. 
4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser Sometido a nuevo juicio por 
los mismos hechos. 
5. El proceso penal debe ser público·, salvo en lo que séa necesario para preser'Var los 
intereses de la justicia. 

93. El. artfculo 25 (Derecho a la protección judicial} de la Convención, garantiza el acceso 
a la justicia para la protección contra ataques que violan los derechos humanos: 

1. Toda persona tiene derecho a un i"ecurso sencJHo y rápido o a cualquier otro recurso 
efectivo ante ·los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por !a Constitución, la ley o la presente Convención, aun 
cuando tal violación sea cometid~ por persot:~as que actúen en ejercicio de sus funciones 
oficiales. 

2. Los Estados partes se comprometen: 
a. a garantizar que la autoridad competente prevista Por el sistema legal del Estado 

decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso¡ 
b. ·a· desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 
c. a garantizar el cumplimiento, por !as autortdaQes competentes, de toda decisión 

en que se haya estimado procedente el recurso. 

94. En el presente caso se solicita a la Comisión que determine si los procedimientos 
militar y criminal _contra las 21 supuestas vfctimas respetó las garantfas del debido proceso y acceso 
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a la justicia establecidas· por los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, ambos en relación 
con el artículo 1.1 de la Convención. 

95. Es importante reiterar en aste caso, en el cual se cuestionan acciones dentro del 
procedimiento criminal, que la Comisión lnter-Americana no es una cuarta instancia de apelación o 
revisión de decisiones judiciales adoptadas a nivel interno 53

• Los peticionarlos .han solicitado a la 
Comisión la nulidad de las sentencias 'dictadas por dos cortes domesticas. Ese no es el rol de la 
Comisión. Su rol es determinar la compatibilidad de las acciones llevadas adelante en los 
mencionados procesos con la Convención Americana. Al resolver otros casos, la Corte lnter~ 
Americana ha. señalado qua esta no es una corte criminal, en la cual se puada analizar la 
responsabilidad penal da individuos64 • La aplicación de la ley penal a quienes cometieron delitos 
corresponde a las cortas nacionales. Lo mismo aplica en el presente caso, el cual no se refiere a la 
inocencia o culpabilidad de las 21 presuntas vfctimas respecto a los actos criminales que se les 
atribuyen, sino a la conformidad de los procedimientos judiciales con las normas establecidas por la 
Convención Ame~icana. 

96. La Corte lnter-Americana ha establecido que "la salvaguarda de la persona frente al 
ejercicio arbitrario del poder público es el objetivo primordial de la protección internacional de los 
derechos humanos. En este sentido, la inexistencia de recursos internos efectivos coloca a una 
persona en estado de indefensión." El articulo 25 de la Convención establece, en términos amplios, 
la oblígáción de los Estados de ofrecer a todas las personas sujetas a sú jurisdicción un remedio 
judicial efectivo contra los actos que violan sus derechos humanos fundamentales••. 

1; La administración de justicia a través de tribunales militares (artfculos 8 y 25 de .\a 
Convención Americana) 

al El estatus especial de los tribunales militares 

97. El articulo 8 de la Convención Americana garantiza el derecho de "toda persona" a 
ser. juzgada por un juez o tribunal Imparcial como garantfa fundamental de debido proceso. La 
independencia de la judicatura de los otros podares del Estado es esencial para el ejercicio de la 
función judiclal66

• Es evidente que la Comisión tiene competencia para revisar los reclamos e este 
caso porque la Convención Americana protege a "todos" sin limitaciones que excluyan a miembros 
de las fuerzas armadas o cualquier otro grupo que tenga un estatus especial en la sociedad, 

98. Aún cuando los peticionarios en el presente caso· buscan la abolición del CJM en 
Argentina, la Comisión y la Corte han reconocido que le jurisdicción militar tiene una· razón. de ser 
pero debe limitarse a juzgar al personal militar por ·crfmenes o contravenciones ·cometidas que, en su 
naturaleza, dañen los interesas del sistema militar. La justicia militar está llamada e preservar la 
disciplina y el orden en las tuerzas armadas. Pero ¿qué sucede con el personal militar qua alega que, 
durante este proceso militar de alcance restringido, como en el presente caso, fueron privados de 

53 Cf. Corte IDH, Caso de Juan Humberto Sánchez vs. Honduras, Sentencra del 7 de junio de 2003, párr. 120; Caso 
de_Bámaca Vefésquet vs. Guaiema/a, Sentencia del 25 de noviembre de 2000, párr. 189; y Caso de los ''Nirios de la Gel/e" · 
(Vjf/agrán Morales y otros) vs. Guatemala, Sentencia· de119 de noviembre de 1999, pári'. 222. 

54 Cf. Corte \DH, Caso dC3 Gast111o Petruzzl y -otros vs. Perú, Sentencia del 30 de mayo de 1999, párr. 90; Caso de 
"Panel Blanca"' (Pan/agua Morales y otros) vs. Guatemala, Sentencia del 8 de marzo de 1998, pá(r, 71; y Caso Suárez 
Rasero v_s. Ecuador, Sentencia del 12 de novlenibre de 1997, párr. 37, 

liG Corte IDH, Caso Palamara-lribarne vs. Chile, Sentencla del 22 de noviembre de 2005 (Fondo, Reparaciones y 
Costas). párr. 183. 

56 Corte IDH, Caso Herrera-UIIoa vs. Costa Rica, Sentencia del 2 de julio de 2004, párrs. 1 08·111; Caso Pe/amara· 
( .. _· lribarne vs. Chile, supra not~ 54, párrs. 146·161. 
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sus derechos fundamentales al debido proceso y juicio justo? El' Proyecto de Principios sobre la 
Administración de Justicia por los Tribunales Militares de les Naciones Unidas ofrece una guia en su 
principio 1757

: 

En todos los casos en que existan órganos judiciales militares, su comp6tencia deberla estar 
limitada a la primera instancia. Por consiguiente, !os recursos, especialmente el de apelación, 
deberfan ejercitarse ante los trlbuna!6s ordinarios. En todos !os supuestos, el control de 
legalidad debe quedar en manos de la suprema instancia de la judsdicción. 
Los conflictos· de ·competencia y .de jurisdicción entre tribunales militares y tribunales de la 
j!Jrisdicción ordinaria deberlan ser resueltos por un órgano judicial superior perteneciente a la 
jurisdicción ordinaria, integraqo por magistrados independientes, Imparciales y competentes, 
como e! tribunal supremo o el tribunal constltuctonaL · 

99. Desde que la justicia militar en Argentina forma parte del Ministerio de Defensa y, en 
consecuencia, se encuentra bajo el Poder Ejecutivo, no son independientes e imparciales y, lo que es 

. más importante, no forman parte del Poder Judicial. Por esta razón los Principios de Naciones 
Unidas recomiendan que las decisiones de los tribunales militares se limiten a decisiones de primera 
instancia y sean apelables· ante cortes civiles, que sf forman parte del Poder Judicial; el proyecto de 
principios no recomienda que los tribunales militares sean abolidos, sino gue sean establecidos por la 
ley, que respeten las garantfas del debido proceso establecidas por estándares internacionales de 
derechos humanos y que su jurisdicción corresponda a necesidades funcionales estrictas y no 
invada la jurisdicción de· la justicia civil. En el presente caso, aún cuando los peticionarios estuvieron 
en desacuerdo con la. decisión· de la Cámara de Casación y la decisión de la Corte Suprema de no 
considerar el caso, ·nunca alegaron que el Poder Judicial Argentino no fuera independiente e 
imparcial o que no hubieran respetado el debido proceso. 

1 OO. El Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, un tribunal militar, dictó· su decisión en 
primera instancia en este caso el 5 de junio de 1989. En ningún momento ·los peticionarlos alegaron 
que éste no tuera el tribunal apropiado para juzgar a las supuestas vfctimas o que debieron ser 
juzgadas ante un juzgado penal ordinario. Las supúestas vfctimas eran militares en servicio activo, 
que f.ueron juzgados y condenados por ofensas militares ante un tribunal militar. Como miembros de 
las fuerzas armadas las supuestas vfctlmas no intentaron recusar a ninguno de los jueces del 
Consejo Supremo por· no ser sus. "jueces naturales" o por ninguna otra razón. Las supuestas 
vfctimas, durante los procedimientos de primera instancia, no hicieron ningún intento de cambiar la 
jurisdicción. 

b) Apelación a11te una corte civil - debido proceso y acceso a la justicia {artfculos 8 y 
25 de la Convención Americana) 

101. La decisión del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas fue apelada tanto por el 
Fiscal co.mo por la Defensa, el14 de junio de 1989. El 23 de abril de 1990 la Cámara Nacional de 
Apelaciones admitió algunas de las quejas y el 5 de diciembre de 1990 la Cámara declaró la 
prescripción de dos de las tres ofensas. El Fiscal presentó e.ntonces un recurso extraordinario, el 
cual fue resuelto por la Corte Suprema el 30 de julio de 1991, revocando la decisión de la Cámara 
de .Apelaciones que declaraba la prescripción. Durante el proceso de reorganización del Poder 
Judicial, en 1992, fue creada la Cámara Nacional de Casación Penal. El 16 de septiembre de 1993 · 
la Cámara Nacional de Apelaciones declinó su competencia para seguir entendiendo del caso, 
indicando que la competencia cara bajo la rec.ién creada .Cámara Nacional de Casación Penal. La 

. 61 Comisión de Derechos Humanos de !as Naciones. Uh!das, "Derechos Civiles y Pol!ticos, en particular la 
lnde_pendencla del· Poder Judicial, la. administración de justicia y la Impunidad". La administraCión de Justicia por los 
Tribunales Militares. ·Informe presentado por el Relator Especia! de la Subcomisión de Promoción y Protección de .los Derechos 
Humanos, Emmanuel Decaux. E/CN.472006/58, 13 da enero de 2006. · · 
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Corte Suprema Argentina afirmó la competencia de la Cámara de Casación. El 20 de marzo de 1995 
la Cámara de Casación emitió su decisión sobre la apelación, Aún cuando el conflicto de jurisdicción 
sobre cual era la corte apropiada tomó 5 años en resolverse, la Corte Suprema Argentina .era el 
órgano apropiado para tomar esa decisión. 

102. En 1994· el Estado Argentino aprobó la reforma Constitucional y uno de sus efectos 
fue que los tratados de derechos humanos, de los cuales Argentina es parte, fueron ascendidos al 
rango constitucional dentro del derecho interno. Los peticionarios en este caso, invocando el 
desarrollo legal progresivo, buscaron la nulidad de la decisión del Consejo Supremo de las Fuerzas 
Armadas a través de la corte de apelación civil, en pase a que el Consejo Supremo nabfa cometido 
violaciones procesales que los privaron de sus derechos humanos, a pesar de que estas violaciones 
procedlmentales, como la falta de asistencia por un asesor letrado de su elección, era permitida por 
el CJM y no fue objetada por los peticionarios durante e.l proceso en primera instancia. 

103. Los peticionarios alegan que la Cámara Nacional de Casación Penal, que· fue 
ordenada por la Corte Suprema a asumir la jurís¡jicción sobre la apelación, no era e!' tribunal 
adecuado para hacer dicha revisión. Su alegación principal es qwe la Cámara de Cesación fue 
establecida en 1992, luego de la comisión de los hechos en cuestión, violando er derecho de las 
presuntas vfctlmas a ser juzgado por un juez nombrado con anterioridad a los hechos. El artfculo 8.1 
de la Convención Americana prevé que toda persona tiene el derecho a ser ofdo con las debidas 
garantfas y dentro de un plazo razonable, por un juez competente, independiente e imparcial 
"previamente establecido por' la ley." Esta provisión busca proteger a las personas del 
establecimiéntó órganos ad hoc que no son parte del Poder Judicial58 • La ley 24.050 que reorganizó 
el Poder Judicial en Argentina en 1992, asignó competencia a una de las Salas de la nueva Cámara 
de Casación para revisar las apelaciones de la jurisdicción militar". Esta reorganización judicial es 
común, no corresponde a la creación de un órgano judicial ad hvc/ sioo la sustftt:J~'fJfJfBB!l1AfBee------
judici.al por otro60

• El articulo 445 bis del CJM garantizó a los miembros de las fuerzas armadas que 
han sido juzgados y condenados por crimen es militares ante una corte militar, el derecho a tener una 
apelación ante una corte civil. El articulo 7 de la ley 24.050 transfiere la jurisdicción para.ofr dichas 
apelaciones de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal 
a la Cámara Nacional de Casación Penal61 • · · 

104. Los peticionarlos alegaron ante la Cámara· de Casación que sus derechos humanos 
protegidos constitucionalmente hablan sido violados por los procedimientos de primera instancia 
ante el tribunal militar y soliCitaron a la Cámara de Casación que anule los procedimientos en bese a 
estas .violaciones procesales". La Cámara de Casación, ·una corte civil, revisó los reclamos de los 

66 NI la Conv~nclón .Europea de Derechos Huma.nos (11Por un tribunal lndap.end!ente e Imparcial establecido por ley" 
art. 6.1) como el Pacto Internacional de Derechos Civiles. y PolftloOs en su provisión equivalente ("Por un tribunal competente, 
Independiente e Imparcial establecido por ley" Art. 14.2) hacen referencia la ''cuando" e!· tribunal debe haber sido establecido. 
El sentido de la norma es qUe la audiencia debe 1\evarse·.adelante frente a un tribunal que fue establecido por ley y no Intenta 
Inhibir reorganl:z:adones judlclales. 

&~~.El artrculo 7 de 'la ley 24.050 establece " Une de las salas juzgará de los recursos prev;stos por el articulo 445 bis 
. dele ley 14.029 (Código de. Justicia Militar). 

60 Gf. La sustitución de la jurisdicción de la Sala d6 Derecho Administrativo de la Corte Suprema por la Sala 
Constitucional de la Corte de GarantiD S Constitucionales, en CIDH, Informe de Admisibilidad N° i 0/02, Petición 12.393, 
James Judge vs. Ecuador, 27 de febrero de 2002, párrs. 1 ?-14. 

et Artrcu\o 445 bi's. fnclso 1: En tiempó de paz, contra !os pronunciamientos definitivos de \os tribunales militares, 
en cuanto· se refiere a delitos esenclatrrente militares se podrá interponer un recurso que tramitará ante la Cámara Federal de 
Apelaciones con competencia en el lugar del hecho que originó la formación del proceso. 

&~ Los peticionarios, qu!) reclaman el derecho a que las presuntas vrct!mas sean juzgadas por un tribunal 
preexistente {p.eJa Cámara Naolonal de Apelaciones en lo Criminal y Correcc!Óna!), Ignorando 1~ reforma judicial que oreó la 
Cámara Nacional de Casación Panal, Irónicamente buscan la nulidad de los procedimientos de 1998, de'! juz.gado mllltar de 

Continúa ... 1 



31

e 
25 

peticionarios, aceptando algunos y rechazando otros, pero sostuvo que no habla base en el derecho 
interno para anular el procedimiento ante el tribunal militar. De manera similar, la Corta Suprema 
rechazó la revisión de la dec.isión de la Cámara de Casación, concluyendo que los peticionarios no 
hablan alegado ningún asunto sustancial61. 

105. El Estado sostiene· que el sistema judicial argentino funcionó de acuerdo con la ley 
interna aplicable en ese momento y conforme a estándares internacionales. Argumenta que si la 
Comisión analizara el reclamo de los peticionarios, equivaldrla a establecer uria cuarta instancia 
ilegitima de revisión judicial de las decisiones que fueron tomadas por tribunales competentes en 
una socieilad democrática y que han adquirido estatus de res judicata. Sujetar estas decisiones a 
una nulidad debido a la evolución y cambios de la ley interna .Argentina {por ejemplo, la abolición del 
CJM, la adopción de la nueva Constitución) seria abrir a reconsl<;leración y re-examen por la 
Comisión de muchas, sino todas, las decisiones finales del Consejo Supremo de las Fuerzas 
Armadas, de acuerdo al CJM. Este resultado transformarla a .la Comisión en una cuarta instancia de 
revisión del sistema judicial Argentino. 

106. Ha sido jurisprudencia constante de la Comisión que no puede "hacer las veces de 
un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de derecho .o de hecho que puedan haber 
cometido los tribunales nacionales que hayan actuado dentro de los limites de su competencia. "64 

Adicionalmente; la jurisprudencia de la· Comisión establece claramente que no es competente para 
revisar decisiones tomadas por las· cortes nacionales, actuando dentro de su jurisdicción, en 
observancia de las debidas garantías65 • 

107. La Comisión no es competente para revisar La ·aplicación de la ley interna y sus 
estándarés a menos que la aplicación interna constituya una violación potencial de una provisión de 
la Convención Americana. La Sala Cuarta de la Cámara Nacional de ·casación Penal, la cual fue 

( determinada por la Corte Suprema para ser el órgano competente para considerar la apelación del 
' juei de primera instancia, realizó una revisión exhaustiva de los reclamos constitucionales 

presentados por los peticionarios contra la decisión del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas. 
Los peticionarlos reclamaron cómo los procedimientos fueron llevados adelante. En particular, 
alegaron problemas en cuanto a los peritos y afirmaron que la calidad y cantidad de evidencia 

( 

~ . 
presentada en S\J contra era Insuficiente para justificar su condena. Adicionalmente alegaron .que el 
tribunal militar tomó ·su decisión tras una reunión secreta y el voto de sus mi'embros en violación al 
procedimiento establecido en el CJM. · 

... continuación 
primera Instancia preexistente, como resultado de la reforma .constlt1.1clonal de 1994. Para que este reclamo fuera 
convincente, sin embargo, los petlclonarlos debieron presentar el cuestionamlento cuando los procedimientos militares 
estaban aUn pendientes, lo cual o pudieron haber hecho porque las reformas ocurrieron 5 años después. La Constitución 
argentiria fue reformada en agosto de 1994, otorgando jerarqufa constitucion!ll a la Convención Americana sobre Derechos 
Hum'Ímos y otros t~atados Internacionales sobre derechos humanos. Se. resolvió en el Art. 75(221 de ·¡a Constitución que los 
tratados lnternaclonalas da derechos humanos tienen J~rarqula superior a la5 leyes Iederafos, d0 modo. que una ley po$_ttHior 
no puede modificar su contenido. Asimismo q~,.tedó establecido que el derech~ que se invoca con ·rundmnento en una normil 
Internacional es dire-ctamente operativo, o sea automét1ctlmente exigible ante !os tribunales locales. 

113 Supra·. nota 12. 

64 Ver C!DH, Informe de Admisibilidad W 4/02, Petición 11.685, Ricardo Neira González vs. Argentina, 27 de 
febrero de 2002; Informe de lnadrnisib!Hdad 98/06, Petición 45-99, Rite Oniz vs. Argentina, 21 dG octubre de 2006, 
párr. 49. 

66 Ver CIDH, Informe de Admisibilidad 4/04, Petición 12.3~4, Rubi!Jn Luis Godoy vs. ·Argentina, 24 de febrero de 
2004, párr. 44. 
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108. La doctrina de la Comisión respecto de la prohibición de "cuarta instancie" fue 
reiterada en un ·caso contra Argentina en 1996, conocido como el "caso Marzioni66 ." Estableció que 
"En las sociedades democráticas, en que los. tribunales funcionan en el marco de un sistema de 
organización de los poderes públicos establecido por la Constitución· y la legislación interna, 
corresponde a los tribunales competentes considerar los asuntos que ante ellos se plantean. Cuando es 
evidente que ha existido la violación de uno de los derechos protegidos por la Convención, la Comisión 
tiene competencia para entender en el caso67 ." 

.1 09. En el caso Marzíoní la Comisión estableció las excepciones e la formula de la cuarta 
i·nstancia, y señaló que bajo las siguientes circunstancias la formula de la cuarta Instancia no 
apllcarfa66 : 

61. La Comisión está plenamente facultada para fallar con respecto a supuestas 
irregularidades de Jos procedimientos judiciales internos que den lugar a· manifiestas violaciones 
del debido proceso o da cualqulara de los darechos protegidos por la Convención. 

62. Por ejemplo, si al Sr. Marzionl hubiera presentado pruebas de que su juicio no habla sido 
Imparcial debido a que los .jueces eran corruptos o pusieron de manifiesto prejuicios raciales, 
religiosos, o poHticos en su contra, la Comisión hubiera sido competente para examinar el caso ... 

11 O. . Los peticionarlos en el presente caso pudieron alega.r ante la Cámara Nacional de 
Casación que los procedimientos ante el Consejo Supremo violaron. estándares internacionales de 
derechos humanos bajo la Convención Americana y la Constitución Argentina, paro no alegaron que 
los jueces de la Cámara de Casación hubieran prejuzgado o que la Corte hubiera decidido el caso en. 
una manera discriminatoria no permitida: De hecho, la Cámara de Casación redujo los cargos contra 
las supuestas vlctimas y bajó el término de prisión de las sentencias Impuestas por el Consejo 
Supremo de las Fuerzas Armadas, lo cual dio lugar a sus reclamos por·reparamoMs por el periodo de 
tiempo en que estuvieron en prisión preventiva en exceso de las condenas impuestas••. Los. 
petiéionarios alegaron que la Cámara de Casación habla decidido su apelación de manera errada y 
que, debido a violaciones al debido proceso del artfoulo 8 da la Convención Americana, asta 
sentencia debla ser anulada. 

111. En vista de lo anterior la Comisión concluye que los peticionarios tuvieron acceso a 
un tribunal apropiado, impa¡cial e independiente, cuando sus apelaciones fueron oldas por la Cámara 

· .Nacional de Casación Penal y que también ejercieron su derecho a apelar al supremo tribunal·del · 
pals, esto es la Corte Suprema Argentina. La Corta Suprema Argentina no está obligada a revisar 
todos Jos casos que se wesentan ante ella, y rechazó la apelación da los peticionaras contra la 
de.cislón de la Cámara de Casación por taita de substanciación. Aún si la decisión da la Corte 
Suprema Argentina tuera considerada un "error" bajo el derecho Interno, la Comisión tiene 
axplfcltamente prohibido revisar las decisiones de las cortes locales o substituir su opinión por la de 
la co,rte local, cuando no se encuentra en cuestión una violación de la Convención Amerioana70 , En 

. consecuencia, la Comisión concluya que Argentina no Incurrió en una violación de los articulas 8 y 
25 da la Convención Americana, respecto del derecho de las supuestas vlctlmas al debido proceso y 

66 CJDH, Informe de lnadmfslbll!dad No. 39/96, Caso 11.673, Caso S8ntiago Marzioni vs. Argentina, 15 de octubre 
de 1996; re~impreso en el Informe Anual de la Comisión de 1996. 

&? lbfd., párr_. 60. 

68 lb/d., párrs. 61 ~2. 

69 Cf. notas 19 y 32 {supra). 

70 Ver CJDH, Informe de \nadmlsibll!dad 98/06, Pe~lción 45~99, Rita Ortiz vs. Argentina, 21 de octubre de 2006, 
párrs. 37-40. 



33

... 
(_, 

C. 

27 

al acceso a un recurso judicial efectivo en este caso, .en cumplimiento con la obligación general del 
Estado de asegurar a todas las· personas sujetas a su jurisdicción el ejercicio libre y completo de los 
derechos garantizados por la Convención, previsto en el articulo 1 . 1 . 

2. Derecho al debido proceso (articulo 8 de la Convención Americana) en conjun01on 
con la obligación de respetar .los derechos· humanos (articulo 1.1 de la Convención 
American<!) 

112. El articulo 8.1 de la Convención Americona prevé que "Toda persona tiene derecho a 
ser olda, con las debidas garantlas y dentro de un plazo razonable, por un juez o Úibunal 
competente, independiente e imparcial." Aún cuando la Comisión considera que las presuntas 
victlmas tuvieron la protección de los articulas 8 y 25 y tuvieron acceso a un debido proceso y 
protección judicial en estos procesos, la Comisión tiene presente que el hecho de qua los 
procedimientos militares y el CJM causaron violaciones manifiestas de debido proceso, en violación 
del artfculo 8 de la Convención, lo cual aún cuando ha sido reconocido por el Estado al derogar el 
Código de Justicia Militar, no ha sido remediado, en lo que respecta a las 21 supuestas victimas de 
·aste caso. 

113. Los peticionaras alegaron, en relación al articulo 8 de la Convención, que: 1) no 
fueron juzgados dentro de un plazo razonable; 2) no tuvieron asistencia legal durante los 
procedimientos del ceso ante el tribunal militar; 3) fueron ob[·igados a declarar contra si mismos y 4) 
no tuv.ieron derecho a apelar la sent~ncia a una corte superior71 , 

a) El Derecho a asistencia legal en preparación de la ·defensa durante los 
procedimientos ante el Tribunal Militar (articulo 8.2.d, e y b de la Convención· 
,L\mericanal 

8.2.d. derecha del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido· por un 
defensor de su eleyclón y de comunicarse !lbr6 y privadamente con su defensor: 

8.2,e. derecho Irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, 
remunerado o no según la legislación Interna, Si el inculpado no se defendiere por sf mismo ni 
nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; · · 

8.2.b .. comunicación Previa y detallada al Inculpado de la acusación formulada¡ 

114.' Los peticionaras alegan ·que no tuvieron defensor. legal durante los primeros dos años 
y medio de los procedimientos y, cuando finalmente obtuvieron representación, los defensores no 
eran abogados. El Estado respondió que el CJM previó el derecho ·del acusado a ser asistido por un 
'(defensor militar" en servicio activo o un militar re1irado. · 

115, El articulo 344 del CJM no contempló la designación de un abogado para el acusado 
ante un procedimiento en el tribtmal militar. El Estado concluye que como resultado "no hubo una 
violación del CJM por la falta de nomQramiento de un profesional legal pera las supuestas víctimas." 
El articulo 87 del CJM no otorga a .las supuestas victimas el derecho e un abogado, sino qua les 
permite ser defendidos por un oficial m';ritar en servicio activo o retirado". El derecho a ser 
defendido por un aboge<io estaba contemplado por el artículo 252 del CJM, una vez que el acusado 

. 71 La alegación de que las supuestas vrctlmas no fueron juzgadas dentro de un plazo razonable será discutida mas 
abfi]o en conexión con el derecho a la libertad persOnal (articulo 7 de la Convención). 

12 Articulo 97. - Ante los tribunales mllltares el defensor debetá ser siempre afiela! en servicio activo o en retiro. 
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habla prestado declaraci<)n ante al trlbuna\ 13
• El derecho a un abogado defensor en todas las etapas 

del procedimiento, especialmente en el principio del proceso y en las cuales el acusado realiza su 
primera deClaración, es un derecho humano fundamental protegido por el articulo 8.2.d y e de la 
Convención Americana74 • En consecuencia, la Comisión considera que al Estado ha violado el 
derecho de las supuestas vfctimas .a ser asistidos por un abogado durante los procedimientos 
llevados adelanta ante el tribunal militar, en violación el articulo 8.2.d_y e. 

bl Derecho a no ser obligado a declarar contra si mismo (articulo 8.2.g y 8.3 de la 
Convención Americana) 

8.2.g. derecho a no ser obligado a declarar contra: sr mismo ni a declararse culpa 
8. 3. La confesión de\ Inculpado solamente es válida si· es hecha sin coacción de ninguna 
naturaleza. 

116. Los peticionarlos, al presentar su recurso extraordinario ante la Cámara de Casación, 
argumentaron que el articulo 237 del CJM erradamente permitió al Estado "exhortar" a las 
supuestas vfctimas a decir la verdad, lo cual consideran es una flagrante violación del derecho a no 
ser obligado a auto lncriminarse, establecido por el articulo 18 de la Constitución Argentina v el' 
articulo 8.2.g v 8.3 de la Convención Americana76 • Los peticionarlos argumentan que las 
declaraciones realizadas por las supuestas vfctimas fueron realizadas mientras permaneclan 
incomunicadas en prisión preventiva en 1980. Reclaman que el articulo 204 del CJM permitió la 
detención en c¡¡\idad de incomunicado por un máximo de cuatro dfas y que ellos permanecieron 
incomunicados más de cuatro dfas, en algunos casos por hasta diez o doce dfas, en violación del 
CJM, la ley Interna aplicable. Los peticionarios alegan además que la prolongación de· la detención · 
en calidad de incomun\ca·dos constituye un.a "evidente forma de coacción" contraria a la garantla de 

--------fl·~hligado a a!ltoJncrimlnars e 117. El Estado ·~s~e~due..,fi-"e"'n~de-c-:-o-n-t-ra-lo_s_c_a_r_g_o_s_,d-e_q_u_e_\_o_s_p_e_t'-,c-lo_n_a_r_io_s_f_u_e_r_o_n_e_x_h_o:_rt_a_d_o_s_a ______ _ 
~. 

c. 

decir la verdad constltúVa una violación da\ derecho a no ser obligado a declarar contra sf mismo. El 
articulo 237 del CJM, señala el Estado, permitió una "exhortación" de decir la verdad y ello implica 
que la declaración no pueda sér obtenida por medios de coerción flsica, amenazas morales o suero 
de la verdad, hechos que no se encontraron presentes al. momento de la declaración de las 
supuestas vfctimas. Una exhortación-, argumente el Estado, no es más que una solícit~d; no puede 
ser considerado coerción en e\ uso ordinario de le palabra. .Le Com.islón considera que una 
exhortación de decir la verdad no es una violación del derecho a no ser obligado a auto íncriminarse, 
establecido en el artfculo 8.2. y 8.3 de la Convención Americana. 

e) Derecho a apelar la sentencia. ante un tribunal superior (artfculo 8.2h de . la 
Gon"ención Americana) 

8.2.h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 

· 73 Artrculo 262 del CJM: "Dentro de las veinticuatro horas de dispuesto el procesamler)to el juez deberá dictar auto 
fundado, atendiefldO al mérito de las diligencias practicadas, por .al cual se establezca·la prisión preventlvá del procesado, si 
asr correspondiese en los términos del art. 312, o bien se declare que la sltllaclón de aquél encuadra en las previsiones del 
art. 316." El articUlo 312 establece: "La simPle detención se co!)vartirá en prisión preventiv~, cuando concurran las tres 
circunstancias siguientes: 1 Qué esté debidamente comprobada la existencia de una Infracción que este código reprlma con 
muerte, reclusión, prisión, degradación o confinamiento; 2 Que al detenido se le haya tomado' declaración Indagatoria y se le 
haya hecho cOnocer la causa de·su detención; 3 Que haya datos suflcient'es, a juicio del instruotor1 para creer que el detenido 
es responsable del hecho probado." 

74 Corte ID~, Caso Tíbi vs. Ecuador, Sentencia del7 de·septlembre de 2004, párrs. 190-196. 

16 /bfd., párr. 56. 
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118. El derecho a recurrir un fallo ante un juez o tribunal distinto y de superior jerarqula es 
una garantfa primordial en el marco del debido proceso legal, cuya finalidad es evitar que se 
consolide una situación de injusticia. De acuerdo a la jurisprudencia interamericana, el objetivo de 
este derecho es "evitar que quede firme una decisiÓn que fue adoptada con vicios y que contiene 
errores que ocasionarán un perjuicio indebido a los intereses de una persona"76

• El debido proceso 
legal carecerla de eficacia sin el derecho a la defensa en juicio y la oportunidad de defenderse contra 
una sentencia mediante una revisión adecuada77 • 

119. En el.presente caso, los peticionarios sostuvieron que no hablan tenido el derecho a 
apelar la. sentencia ante un tribunal superior. Cuestionan que lá Cámara Nacional de Casación Penal 
fuera ·la apropiada para revisar el fallo. Aún cuando la Comisión se .ha ocupado del tema de 
establecimiento de la c·ámara de Casación ex post tacto, en lo relacionado con la fecha de los 
heohos en cuestión (supra par.' 103 y ss.), determina que esta reorganización no violó los derechos 
protegidos por los articulas 8 y 25 de la Convención Americana y no será analizado en mayor 
profundidad. 

C. Violación del derecho a la libertad personal y a la duración razonable del 
procedimiento (articulas 7 y 8 de la Convención Americana) en relación con el 

·articulo 1 ( 1) 

120. El articulo 7 de la Convención Americana protege el derecho a la libertad personal -y 
establece en su parte relevante: 

252. 

1. .Todl;l persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 

2. Nadie puede ser privado de su libertad ffslca, salvo por las causas y en las 
condiciones fijadas de aritemano por las Constituclones Polfticas de los Est8dos partes o por 
las leyes dlctadas conforme a ellas, 

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 
4. Toda persona detenida o retenida deba ser informada de las raZones de su detención 
y .notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 

6. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro 
funcionario autorizado por la ley para ejercer fu~ciones judiciales y ten.drá derecho a ser 
juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta· en libertad, sin perjuicio de que continúe 
el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantfas que aseguren su comparecencia 
en el juicio. · . 

6. Toda persona privada da libertad tiene derecho a ·recurrir ante un juez o tribunal 
Competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención 
y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los EstadoS; partes cuyas 
leyes prevén qlie toda persona que .se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene 
derecho a recurrir a un juez o tribunal c<i!Tipetente a fin de que éste decida sobre la legalidad 
de tal ame11aza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán 
interponerse por sf.o por otra persona. 

76 Corte 10H, Caso Herrera U/loa Vs. Costa Rica. Sentencia de 2 de julio de 2004, Serie C No. 107, párr. 158. 

77 CIOH, Informe No. 56/97, Caso 11 , 137, Fondo, Juan Carlos Abe!! a (Argentina), 18 de noviembre de 1997, párr. 
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121, Por su parte el artfculo 8 de la Convención Americana establece como garantfa 
judicial la duración razonable ¡:!el procedimiento, de la siguiente manera: · 

Toda persona ,tiene derecho a ser ofda, con las debidas garantfas y dentro de un p·tazo 
razonable, por un juez o· tribunal competente, independiente e lmpar9ial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación pena! formulada contra ella, 
o para la determin8ción de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, iiscal o de 
cualquier otro carácter. 

122. La principal alegación relacionada con la privación de la libertad personal a ser 
considerada en este caso, se relaciona con el prolongado periodo de prisión preventiva al que fueron 
sometidas las supuestas víctimas, asf como el periodo prolongado (de aproximadamente 18 años) de 
los procesos judiciales que comenzaron. el 9 de septiembre de 1980 y continuaron hasta que la 
Corte Suprema rechazó el reclamo al 28 de abril de 1998. Los peticionarios alegan que la duración 
de los procesos criminales en contra de las presuntas vlctlmas fue inadecuadamente largo y 
violatorio de los artículos 7 y 8 de la Convención Americana, la cual garantiza el derecho a un juicio 
justo dentro de un plazo razonable. Las presuntas víctimas fueron mantenidas en prisión preventiva 
por periodos de más de 7 u 8 años y medio y el doble del tiempo de prisión al que eventualmente 
fueron condenados por la Cámara de Casación. Por su parte, el. Estado argumenta que las víctimas 
fueron liberadas años atrás y, en consecuencia, las razones de este reclamo no persisten. AsirT]ismo, 
el Estado argumenta que los peticionarios no agotaron. los recursos internos respecto de la 
compensación por el periodo durante el 0ual fueron privados de su libertad en exceso de la condena 
recibida. 

123. Respecto de la razonabilidad del periodo de tiempo de todo el .proceso judicial, la 
Comisión recuerda la jurisprudencia de la Corte ínter-Americana. En el caso Genie Lacayo, la Corte 
Invocó el razonamiento de la Corte Europea de Derechbs Rumanos al declarar '1íB1l'"e"'bcÉeñn~t"'o"m""arr "'é"'nr---------1 
cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso: 
a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; y e) la conducta da las 
autoridades judiciales78

." En el presente caso, no existe controversia respecto de los elernentos a 
tener en cuenta: al las partes están de acuerdo en que se trata de un asunto complejo, el expediente 
comprende mas de 14,000 páginas y habla 32 acusados, b) el Estado no acusa a los peticionarios 
de intentar retrasar los procedimientos y el el Estado no controvierte que los procedimientos 
tomaron mas de 16 años. A fin de determinar la duración de los procedimientos, la medición debe 
comenzar cuancjo los procesos fueron iniciados y terminar en la fecha de la última decisión. En el. 
caso Argentino de Juan Carlos Bayarri, la Corte ínter-Americana concluyó que la prisión preventiva 
del Sr. Bayarri durante 13 años "no sólo excedió el máximo legal permitido, sino que. fue claramente 
·excesivo" dado que el limite legal para la prisión preventiva era de 3 años y el Sr. Bayarri fue 
finalmente absuelto'". En el caso Bayarri, la Corte consideró 'que el proceso completo duró 16 años, 
sin una decis.ión final. La Corte sostuvo que hubo una "notable demora en los procedimiento antes 
mencionados" sin una explicación razonable y ·decidió que en consecuencia ."no [eral necesario 
examinar e[se] criterio" establecido para determinar la razonabilidad de . la dÚreción de los · 
procedimientos80

• En el presente caso, la duración del 'proceso por 18 años, excedió claramente le 
razonabilidad del plazo previsto en la Convención Americana. 

76 Corta ID H. Caso GonhJ L8cayo vs. Nicaragua, Sentencia del29 de enero de 1997, párr. 77. 

79 Yer Corte IDH, Bayarrí vs, Argentins, Sentencia de\-30 de octubre .de 2008, párr. 76, En el caso B~yarrl C~so, 
la presunta víctima fue mantenida en prisión prE!'ventlva por .13 aMos y solicito US.$ 3, 750,000 en compensación por per,dida 
de Ingresos por los años que estuvo detenido. La Corte otorgo a! Sr. Bayarr!, U.S$50,000 por perdida de Ingresos durante los 
13 años de detención, (párrs. 144-161). 

ao lb/d., Bayarri vs. Argentina, párr. 107. 
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124. En la decisión sobre el fondo del caso Dayra María Levoyer, contra Ecuador, la 
víctima fue mantenida incomunicada en prisión preventiva por 39 dfas y luego por un periodo 
adicional de 6 años, cuando todos los cargos fueron retirados". El procedimiento duró en su 
totalidad casi ocho años, y de acuerdo a la Comisión en ese caso se extendió· "más allá de principia· 
de razonabilidad del plazo"." Ecuador no aportó evidencia que justificara que la privación de la 
libertad hubiera sido impuesta por el peligro de fuga, la severidad de la ofensa o de la pena". En 
relación a los parámetros del artículo 7.5 de la Convención, la Comisión ha establecido que siempre 
que la prisión preventiva se extienda más allá del periodo estipulado por la legislación Interna, debe 
considerarse prima faoie ilegal, sin importar la naturaleza de la ofensa en cuestión y la complejidad 
del caso. En estas circunstancias, la carga de la prueba de justificar el retraso, cae en cabeza del 
Estado84

• 

125. Respecto de la duración de la prisión preventiva, la Comisión encuentra que· el 
Estado incurrió en una violación del articulo 7.2, desde que el CJM no establecfa un lapso de tiempo 
dentro ·de cual el Tribunal Militar deberfa decidir el caso de un individuo detenido y el Estado no ha 
justificado la demora con ninguna razón. Los peticionarios señalan que la Cámara Federal el 11 de 
agosto de 1 987 ordenó al Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas su liberación de prisión 

· preventiva, en aplicación de la Convención Americana. Hoy el CJM ya no existe. En consecuencia 
la Comisión encuentra que el Estado incurrió en la violación del derecho a la libertad personal de las 
presuntas vfctimas, por mantenerlos en prisión preventiva por un período que excedfa los lfmites de 
lo razonable, en violación al articulo 7.2 y 7 .5. Encuentra asimismo que la duración de los procesos 
por 18 años también excedió los límites de lo razonable, en violación del artfculo B .1 de la 
Conve,nción, en conjunción con las obiigaciones del Estado bajo el articulo 1 .1 . 

.. 
D. Derecho·a la integridad personal (artfculo 5 de la Convención Americana) 

126. El ártículo 5 de la Convención Americana prevé que toda persona tiene el derecho a 
que se respete su libertad personal: 

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad ffsica, psrquica y moral. 

2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la 
dignidad inherente al ser humano. 

3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 

4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circunstancia·s 
excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su con.diclón de p6rsanas no 
condenadas. 

5. Cuando los. menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y 
llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, Para su tratamiento. 

6. Las penas privativas de la libertad tendrán como' finalidad esenclal la reforma y la 
readaptación social de los condenados. 

81 ClDH, Informe 66/01, Caso 11.992 Oayra Maria Levoyer J/m(mez (Ecuador), 14 .de junio de- 2001, párr, 1. · 

62 /bk/., párr. 95. 

83 lb/d., párr. 48. 
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127. Los petlcionaros reclaman que las supuestas victimas, desde el momento de su 
detención hasta el momento en que fueron llevadas ante un juez militar a cargo de .la investigación, 
frente al cual .Prestaron sus declaraciones iniciales, fueron mantenidas incomunicadas por varios 
dfas, en violación al articulo 204 del CJM, el cual permitia un máximo da cuatro dias de detención 
en incomunicación". Adicionalmente, los peticionarios sostienen que las supuestas victlmas fueron 
objeto de tratos crueles y degradantes. Especificamente los peticionarios reclaman que las 
supuestas victimas fueron mantenidas en celdas pequeñas; con poca ventilación y luz natural. Las 
celdas se encontraban iluminadas por unas pequeñas lámparas. 

128. El reclamo de los peticionarios respecto del trato cruel y degradante, no fue incluido 
en la petición original, sino que fue incorporado en posteriores comunicaciones. En ningún momento 
se presentó evidencia que sustanciara estos reclamos. El Estado respondió que .los reclamos de 
"·coerción o alegadas promesas" ·para obligar a las supuestas victimas a incriminarse a si mismos, 
fueron planteadas ante ·la Cámara Naci¡mal de Casación Penal, la· cual encontró que ninguno de 
estos reclamos habfa sido minimamente probado y desechó el reclamo de trato'cruel y degradante. 
El Estado, sin embargo, no contradice el reclamo de los peticionarlos, respecto que las presuntas 
vfctimas fueron mantenidas Incomunicadas más allá del plazo prescripto de cuatro dfas. Intenta 
explicar la razón, señalando que fueron mantenidos aislados para prevenir cualquier confabulación 
antes de realizar sus declaraciones iniciales ante el juez instructor militar••. Los procedimientos 
fueron iniciados en septiembre de 1980 y los detenidos fueron mantenidos incomunicados por un 
número de dias, todos ellos inferiores a un mes. Desde que estos hechos ocurrieron antes de la 
entrada en vigor de la Convención Americana para Argentina en 1984, la <;omisión los tratará bajo 
las obligaciones asumidas por el Estado en la Declaración Americana (infra). , Respecto \)el reclamo 
de que las vfctimas fueron objeto de trato cruel y degradante porque fueron mantenidas en celdas 
pequeñas con poca ventilación y luz, en algunos casos entre 1980 y 1987 (supra nota 19), aún 
cuando esta alegación cae dentro de su competencia temporal, la Comisión conside1 a que .los 
peticionarios no han presentado evidencia suficiente para sustanciar este reclamo. 

·F. Derecho a la indemnización (articulo 10 de la Convención Americana) 

129. El articulo 1 O de la Convención Americana establece. el derecho a la indemnización 
en caso de error judicial: 

Toda persona· tiene derecho a ser ihdemntzada conforme a la ley ·en caso de haber sido 
·condenada en sentencia firme por error judicial. 

130. Argentina ratificó la Convención Americana con una declaración interpretativa que 
dice: "El articulo 1 O debe interpretarse en el sentido de que el 'error judicial' sea establecido· por ·un 
Tribunal Nacional." En el presente caso los peticionarios no proveyeron suficiente evidencia de que 
han Intentado obtener un pronunciamiento judicial que indique que ha habido error judiaial en este 
caso. De hecho, en sede interna, tanto la Cámara Nacional de Casación Penal como la Corte 
Suprema Argentina rechazaron las apei'aciones de los peticiqnarios que· ped[an• la nulidad de la 

·sentencia del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, como conse.cuencia de error judicial. En el 
mismo sentido, la Corte Suprema Argentina no consideró ·qua· el reclamo de los petlclo'\arios de 

85 El Artfculo 204 del CJM:- "El instructor podrá incomunicar a tos Ueteñtdos, siempre que hubiere causa para ello: 
pero la incomunicación no pasará del tiempo absolutamente necesarfo para que se practique la dl!igftncla que le hubiere 
determinado" y por ninguna razón podrá mantenerse por más de ovatro dfas en cada caso. El Instructor que contra'v!nlere 
estas dispo"sloiones, será separado de la fnstrucolón y se le Impondré arresto en buque o cuartel. La aplicación de la sanción a 
los Instructores será hecha por la autoridad C,ue les designó." · 

66 Opinión del 4 de agpsto de 2005 de Pablo Maxlmll1ano Tosco, Asesor, Secretario de Asuntos Militares del 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos al Sub~Secratarlo de Derechos Humanos del Ministerio de Defensa en el 
Expediente del Caso, Carpeta 5. 
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nulidad de la decisión de la Cámara Nacional de Casación, .el cual fue reiterado en la petición a esta 
Comisión, tuviera base sustancial· suficiente para ser considerado por la Corta. En consecuencia la 
Comisión concluya que una corte nacional no ha establecido que se haya producido un error judicial 
en el presente caso y encuentra que el Estado no es responsable por la violación del articulo 1 O de 
la Convención Americana en perjuicio da las supuestas victimas. Esta conclusión no colisiona con la 
obligación del Estado da proveer reparaciones. adecuadas a las supuestas victimas por la violación de 
ciertos articulas de la Convención Americana, declarados por la Comisión. 

G. Derecho a igual protección ante la ley (articulo 2.4 de la Convención Americana) 

131. El articulo 24 de la Convención Americana establece que todas las personas tienen 
derecho a igual protección da la ley; 

Todas las personas son iguales anta · la ley. En consecuencia/ . tienen d·erecho, sin 
discriminación, a Igual protección de la ley. 

132. Los peticionarios alegan que el derecho de las supuestas vfctimas a igual protección 
de la ley fue violado porque, de acuerdo a su estatus militar en el momento da los delitos en 
cuestión, fueron procesados en la jurisdicción militar antes de tener acceso a la justicia civil. El 
Estado señala que las supuestas victimas reconocieron que cuando ocurrieron los hachos por los 
que fueron condenados, eran miembros de las Fuerzas Armadas Argentinas y que el crimen 
cometido, por el cual fueron juzgados, estaba previsto en el CJM y las supuestas víctimas eran 
militares en servicio activo llevando adelante sus funcionas al momento de los hechos. 

133. La Comisión considera que al Estado está en lo alerto al alegar que la cuestión de la 
. validez de los tribunales militares carece de .. fundamento, cuando están actuando dentro de la e'sfera 
de su competencia, tendiendo en cuenta la prevalencia de tribunales militares en muchos Estados 
del hemisferio y en la comunidad Internacional. La garantfa de igualdad anta la ley prohiba el trato 
discriminatorio en la ley, paro no en situaciones dé hacho, como lo alegan las supuestas vfctimas. 
Para.que un caso de falta da igualdad ante la ley prospere, la diferencia de trato debe carecer de una 
justificación objetiva y razonable. En consecuencia el GJM era la ley aplicable en el momento de los 
hechos del caso, y, aún cuando el CJM violara ciertas provisiones de debido proceso protegidas bajo 
el articulo 8 de la Convención (supra) la Comisión concluya qua no hubo una violación da parte da 
Argentina del principio de igual protección ante la la·y, establecido en el articulo 24 de la Convención 
y la obligación del Estado bajo el articulo 1 , 1 . 

. Violaciones a la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 

134. La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre dispone: 

Artfculo J. Todo s~r humano tiene derecho a la vida 1 a la libertad y a ~a seguridad de su 
persona. 

Articulo XXV. Nadie puede ser privado de su !lbertad sino en los casos y según las formas 
, establec.ldas por leyes preexi~tentes. 

Todo Individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el jueZ verifique sin 
demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injustificada, o, de lo cOntrario, a 
ser puesto en libertad. Tiene derecho también a un tratamiento humano" durante la privación 
de su libertad. · 

Articulo XXVI. Se presume qUe todo acusado es inocente, hasta que ·se pruebe que es 
culpable. Toda persatia acusada de delito tiene derecho a ser ofda en forma Imparcial y 
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pública, a ser juzgad·a por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes 
preexistentes y a que no se le imponga pepas crueles, Infamantes o lnus!ta"daS. 

135. Ha sido parte de una práctica constante de la Comisión lnteramericana examinar las 
violaciones de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en los casos en que 
las violaciones ocurrieron antes de la fecha en que el Estado depositó su instrumento de ratificación · 
o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 87 

136. Los hechos, tal y como fueron presentados por las partes, muestran que las 
presuntas victimas, después de haber permane.cido incomunicadas por un periodo que excedió el 
permitido bajo el CJM, fueron mantenidas en detención arbitraria por un periodo de siete a diez años 
en violación a su derecho a le libertad. No fueron acusados de ningún delito hasta 1988 cuando el 
Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas dio traslado de la acusación. Estos hechos constituyen 
violación del derecho a que la legalidad de su detención. sea revisada sin demora por un tribunal 
competente y el derecho a ser juzgado en un fiempo razonable o a ser puestos en libertad, protegido 
por al artfculo XXV de la Declaración Americana. 

1 37. Asimismo, su tiempo de detención prolongada viola el derecho al debida' proceso, 
protegida· por el articulo XXV.I de la Declaración Americana. Los detenidos fueron retenidos por 
ocho años, antes de ser siquiera acusados de algún crimen, convirtiéndolos· én culpables de 
crímenes por los que no habiari sido acusados. Igualmente, con base en el CJM no se les permitió 
la asistencia de un abogado de su elección durante al largo tiempo que permanecieron en prisión 
preventiva. Todos estos derechos están protegidos por la Declaración Americana de Derechos y 
Deberes del Hombre y son parte de la responsabilidad del Estado por los hechos acaecidos con 
anterioridad a la ratificación de la Convenci<Dn Americana. 

V. CONCLUSIONES 

138. · La Comisión lnter-Americana de Derechos Humanos, basada en las consideraciones 
da hecho y de derecho presentadas más arriba, concluye que en el presente caso Argentina es 
responsable por la violación al derecho a la libertad personal (artfculo 7 de la Convención Americana} 
y el derecho a un juicio justo (artfculo 8) en conjunción con la obligación de respetar y garantizar los 
derechos establecidos en la Convención, contenido en el articulo 1.1 y los articulos 1, XXV y XXVI 
de la Declaración .Americana con respecto a hechos acaecidos con anterioridad a la ratificación de la 
Convención Americana por Argentina, relacionados con privación de libertad y debido proceso, en 
detrimento de las 21 victimas nombradas en el párrafo 1 de esta decisión. La Comisión encuentra 
que no hubo violación del dérecho a la Integridad personal (articulo 5), derecho a ser compensando 
por error judicial {artfculo 1 0), derecho a igual protección ante la ley (articulo 24) y el derecho de 
acceso a la justicia (articulo 25 de la Convención). 

VI. RECOMENDACIONES 

139. En base a las consideraciones que anteceden en el presente Informe y las 
conclusiones a las que se ha arribado, la Comisión lnter-Americana de Derechos Humanos 
recomienda al Estado de Argentina que: 

1. Proceda a conceder reparaciones Integrales, especialmente compensación adecuada 
a las 21 victimas por las violaciones encontradas en esta decisión. 

ti? Vtiase, por ejemplo, Informe N"' 40/03, Caso 10.301, Parque Seo Lucas (Brasi/J 8 de octubre de 2003, párr. 11 
(lnform(') Anual 2003}; -véase también Informe N° 54{01, Caso 12.051, Merla da Penha Mala Fernandes {Brasll), 16 de abrll 
da 2001, párr. 27 (lniorme Anual 2000). 
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Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 31 dfas del mes de octubre de 2011. 
(Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henrfquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo 
Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, y Maria Silvia Guillén, 
Miembros de la Comisión. 

El que suscribe, Santiago A. Canten, en su carácter de Secretario Ejecutivo de la Comisión 
lnteramericana de Derechos Humanos, d' conformidad con el articulo 49 del Reglamento de la 
Comisión, certifica que es copia ~ del . riginal deposc;ado e.n los archivos de la Secretaria de la 
CIDH. . ~ . 

' / ' ~ 

Santia o A. Cantan 
Secret lo Ejecutivo 




